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PROYECTO DE LEY NÚMERO 577 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual se eliminan impuestos para vehículos eléctricos y se dictan otras disposiciones.

CAPITULO I  
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto del proyecto. Establecer disposiciones coordinadas e 

integrales para incentivar la compra y fabricación de vehículos terrestres 

impulsados por energía eléctrica en todo el territorio nacional; así como también 

convertir a Colombia en un clúster de industria verde en toda la región. 

CAPITULO II 

BENEFICIOS TRIBUTARIOS PARA VEHICULOS TERRESTRES ELÈCTRICOS 

 
Artículo 2.  Aranceles. El gravamen arancelario en la importación de los vehículos 

terrestres eléctricos y las estaciones de carga será del 0% y para los vehículos 

híbridos del 5% hasta el 2030. 

Parágrafo. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) controlará y 

verificará la información correspondiente a cada importación que evidencie el tipo 

de vehículo terrestre importado y el arancel aplicado según sea el caso. 

 

Artículo 3. Impuesto sobre vehículos terrestres motorizados. Modifíquese 

artículo 3 de la Ley 1964 de 2019, el cual adiciona un parágrafo al artículo 145 de 

la Ley 488 de 1998 quedará así: 

Parágrafo 5°. Para los vehículos terrestres impulsados por energía eléctrica, las 

tarifas anuales aplicables serán del 0%. 

 

                                
Artículo 4.  Impuesto de rodamiento. Todos los vehículos terrestres eléctricos 

registrados en todo el territorio nacional, estarán exentos del impuesto de 

rodamiento anual.   

 

Artículo 5. Beneficios de producción y ensamblaje. Las empresas nacionales 

que se dediquen a la producción y ensamble vehículos terrestres eléctricos, a partir 

de la promulgación de la presente ley y hasta el año 2040, estarán exentas al pago 

del impuesto al consumo. 

 

 Artículo 6. Gravamen arancelario de autopartes. Las empresas nacionales o 

extrajeras con sede en Colombia, que realicen importación de autopartes para el 

ensamblaje o fabricación de vehículos terrestres eléctricos, tendrán un gravamen 

arancelario del 0% hasta el año 2030. 

 

Artículo 7. Devolución del IVA. A las empresas nacionales y extranjeras con sede 

en colombia dedicadas a la fabricación y ensamble vehículos terrestres eléctricos, 

se les hará devolución del 100% del pago sobre el impuesto IVA en el año gravable, 

a partir de la promulgación de la presente ley y hasta el año 2040. 

 

Articulo 8. Impuesto ICA. Las empresas nacionales o extrajeras con sede en 

Colombia, que realicen actividades industriales y comerciales de vehículos 

terrestres eléctricos estarán exentas del pago de impuesto de industria y comercio 

(ICA).  
CAPITULO III. 

TARIFAS ESPECIALES 
Artículo 9. Tarifas de parqueo. Dentro de los (6) meses siguientes a la 

promulgación de la presente ley, las entidades públicas y los establecimientos 

comerciales que ofrezcan al público servicio de parqueo, establecerán tarifas 

preferenciales iguales para los vehículos terrestres eléctricos, conservando además 

las plazas de parqueo habilitados para este tipo de vehículos terrestres. 
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CAPITULO IV 
IMPUESTO VERDE  

Artículo 10. Impuesto Verde. Créese el impuesto verde para la compra de 

vehículos automotores particulares de combustible fósil de la siguiente manera: 

 Hasta 49´470.000 la tarifa será del 1,5% sobre el valor del vehículo 

 Más de $49.470.000 y hasta $111.305.000 la tarifa será del 2,5% sobre el 

valor del vehículo. 

 Más de $111.305.000 la tarifa será del 3,5% sobre el valor del vehículo 

Parágrafo 1. El impuesto verde para vehículos automotores de combustible fósil se 

causará al momento de la compra de los bienes a partir del 2022. 

Parágrafo 2. Este impuesto tendrá como destinación el apoyo a las industrias que 

propendan por la producción de energías limpias y movilidad sostenible por medio 

del ministerio de Ciencia y tecnología. 

 
CAPITULO V 

OTRAS DISPOSICIONES 
Artículo 11. Conversiones. Las exenciones y beneficios anteriormente descritos 

aplicarán en su totalidad, para los vehículos a los que se les haya realizado 

conversión de vehículo a combustión a vehículo terrestre eléctrico. 

Artículo 12. Estaciones de carga rápida. Dentro de los (2) años siguientes a la 

promulgación de la presente ley, los municipios deberán garantizar la como mínimo 

diez (10) estaciones de carga rápida funcionales.  

Parágrafo 1. En Bogotá, se deberán garantizar como mínimo treinta (30) estaciones 

de carga rápida en condiciones funcionales.  

Parágrafo 2. Para la construcción de la infraestructura de las estaciones de que 

trata el presente artículo, los municipios podrán realizar asociaciones público 

privadas.  

                                
Parágrafo 3. La baja oferta de vehículos eléctricos no podrá ser una causal que 

exima a los municipios de cumplir la anterior disposición.

Articulo 13. Excepciones.  La presente ley no será aplicable para vehículos de 

transporte de carga.

Artículo 14. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su 

promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables congresistas, 

EDWARD D. RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ       GERMAN NAVAS TALERO
H. Representante a la Cámara                         H. Representante a la Cámara  

Partido Centro Democrático                                  Partido Polo Democrático Alternativo

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Proyecto de ley no.      de 2021 “Por medio de la cual se eliminan impuestos para 

vehículos eléctricos y se dictan otras disposiciones”

I. INTRODUCCIÓN

El presente proyecto de ley tiene por objeto continuar incentivando la fabricación, 

compra, uso de vehículos eléctricos e inclusive la transformación de vehículos 

en todo el territorio nacional, por medio de la creación de una estructura sólida

de las industrias verdes en el país, a través de la movilidad sostenible.

De este modo, la iniciativa legislativa tiene por objeto que, mediante la exención 

de ciertos tributos, creación de impuesto un impuesto verde y beneficios para los 

empresarios que produzcan y/o ensamblen vehículos terrestres con energía

eléctrica, el país se una a las diversas iniciativas mundiales encaminadas a las

GERMMMMMMMMAAAAAAAAN NNNNNNNAAAAAAAAVAS TALER

energías limpias y renovables que permitan aportar de manera significativa al 

ambiente y con ello mitigar el impacto ambiental de CO2 que producido por los 

vehículos automotores. 

II. MARCO NORMATIVO  
 

1. De rango Constitucional:  

Artículo 79: La Constitución Política, en este artículo determina que: “Todas las 

personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano”. Por lo que es deber del 

Estado velar por protección del ambiente generando de esta forma políticas 

ambientales que permitan el debido desarrollo y ejercicio de este derecho de las 

personas que habitan el territorio nacional. 

 

2. Leyes 

Ley 23 de 1973: La presente Ley tiene por objeto prevenir y controlar la 

contaminación del medio ambiente, y buscar el mejoramiento, conservación y 

restauración de los recursos naturales renovables, para defender la salud y el 

bienestar de todos los habitantes del territorio nacional. Por ello en su articulado 

define que el medio ambiente es un: “Patrimonio común; por lo tanto, su 

mejoramiento y conservación son actividades de utilidad pública en las que 

deberán participar el Estado y los particulares”.  
Ley 99 de 1993: Se crea el Ministerio de Ambiente como organismo rector de la 

gestión del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, encargado 

de impulsar una relación de respeto y armonía del hombre con la naturaleza y 

de definir, en los términos de la presente ley, las políticas y regulaciones a las 

que se sujetarán la recuperación, conservación, protección, ordenamiento, 

manejo, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio 

ambiente de la Nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible.  
Determinando que el desarrollo sostenible es aquel que “(…) conduzca al 

crecimiento económico, a la elevación de la calidad de la vida y al bienestar 

                                
social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en que se sustenta, 

ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las generaciones futuras a 

utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades.” 

Ley 164 de 1994: Por medio de la cual se incorpora el Convenio Marco de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y en aras de mitigar los cambios del 

clima en la tierra y sus efectos adversos que resultan ser de ocupación de la 

humanidad, el país se compromete “a la estabilización de las concentraciones 

de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida 

interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático. Ese nivel debería 

lograrse en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten 

naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción de alimentos no 

se vea amenazada y permitir que el desarrollo económico prosiga de manera 

sostenible” 

Ley 1844 de 2017: Por medio de la cual se aprueba el Convenio de París, a 

partir de la problemática creciente con el cambio climático por el incremento de 

emisiones de gases efecto invernadero en la atmosfera atribuibles a la quema 

de combustibles fósiles para producir energía y para el transporte, procesos 

industriales como la fabricación de acero y cemento, disposición de gases 

refrigerantes (HFCs y PFCs), los cambios en el uso del suelo, volatilización de 

fertilizantes, la ganadería, la deforestación y actividades de gestión de los 

residuos, entre otras. 

Determinando además que: “(…) en países donde existe un potencial de 

reducción importante de emisiones de GEI en el sector de la generación de 

energía, pueden contemplarse soluciones como el incremento dentro de la 

matriz energética del uso de energías alternativas (hidroeléctrica, solar, eólica, 

geotérmica etc.), o una mayor eficiencia energética, entre otras opciones. Sin 

embargo, es importante señalar que este no es el caso de Colombia, en donde 

el sector eléctrico se caracteriza por presentar una matriz energética limpia con 

una generación aproximadamente 70% hidroeléctrica y 30% térmica. Es 

importante señalar, sin embargo, que diversificar nuestra matriz energética 
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hacerlo en línea con un objetivo de crecimiento bajo en carbono, el país está 

explorando opciones de energía renovable no convencionales”. 

Ley 1819 de 2016: A partir de esta reforma tributaria, se estableció una tarifa 

diferenciada del IVA del 5% para inversores de carga eléctrica para uso en 

vehículos eléctricos, híbridos e híbridos enchufables; vehículos eléctricos, 

híbridos e híbridos enchufables para el transporte de 10 o más personas, para 

el transporte de personas, incluidos los vehículos de tipo familiar y los de 

carreras; y los vehículos automóviles eléctricos, híbridos e híbridos enchufables 

para el transporte de mercancías.  

Ley 1694 de 2019: “La presente Ley tiene por objeto generar esquemas de 

promoción al uso de vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el fin de 

contribuir a la movilidad sostenible y a la reducción de emisiones contaminantes 

y de gases de efecto invernadero”. Por ello se establecieron beneficios en 

tributos, parqueaderos especiales, estaciones de carga invitando además a los 

municipios a ofrecer beneficios y exenciones y de esta manera incentivar la 

compra de vehículos eléctricos. 

3. Decretos 

Decreto 1116 de 2017: Modifica de manera parcial y temporal el arancel de 

aduanas, estableciendo tarifas contingentes para la importación de vehículos 

eléctricos, híbridos y sistemas de carga. Se establecen cupos para la 

importación con gravamen arancelario del 0% para los primeros y del 5% para 

los segundos hasta el año 2027. 

III. SUSTENTO TEÓRICO 

A partir de los diversos efectos negativos en el ambiente a raíz de la emisión de 

gases efecto invernadero, la producción del CO2 y el inminente cambio climático en 

todo el mundo. Ha puesto en el ojo del huracán la necesidad de mitigar dichos 

efectos y por ende ha surgido en las agendas legislativas del mundo la 

implementación de los modelos de movilidad sostenible.  

                                
Es de aclarar que las preocupaciones ambientales no son un tema de ahora o de 

moda, desde la década de los años 70´s los países han intentado mitigar el impacto 

ambiental producido por los vehículos a combustión, muestra de ello, es la Junta 

del Aire de California celebrada en 1990 la cual promulgó un mandato que regulaba 

las emisiones de vehículos denominada LEV I (Low-emission vehicle). exigía la 

inclusión progresiva de los vehículos de bajas emisiones y posteriormente de cero 

emisiones (zero emission vehicle, ZEV) desde 1998 hasta 2003. 

A pesar de la apuesta al cambio de visión en la forma de movilidad, el cambio 

climático es algo inevitable, pues, según el más reciente informe del programa de 

las Naciones Unidad para el Medio Ambiente el 2019, fue el tercer año consecutivo 

con más emisiones de gases efecto invernadero en el mundo. Para el año 2020 el 

panorama no fue tan alentador como se esperaba a pesar de la crisis producida por 

el Covid-19, la agencia reveló que: 

Según el reporte anual sobre la “brecha de emisiones” de la agencia, a pesar 

de que la crisis del COVID-19 ralentizó temporalmente la emisión de dióxido de 

carbono a la atmósfera en 2020, el mundo todavía está en camino a un aumento 

catastrófico de temperatura superior a los 3 grados centígrados sobre los 

niveles preindustriales para este siglo. 

Desde el 2010, las emisiones de gases que causan el calentamiento global -

excluyendo aquellas producidas por el uso de la tierra, que son más inciertas y 

variables- han registrado un crecimiento promedio anual del 1,3%. En 2019, el 

aumento fue más pronunciado y llegó a un 2,6% debido al gran aumento de 

incendios forestales. 

La agencia de la ONU explica que las emisiones producto del cambio de uso de 

la tierra representan aproximadamente el 11% del total a nivel mundial, y el 

grueso de esta cifra se genera en unos pocos países1.  

 
1 Informe de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (AMBIENTE, 2020) 

                                
En el caso Colombia, según el Inventario Departamental de Gases Efecto 

Invernadero, reportaron que entre 1090 y 2014, el país emitió cerca de 237 millones 

de toneladas de dióxido de carbono CO2 a la atmosfera cada año. Señala la misma 

institución en el segundo Reporte Bienal de Actualización de Colombia ante la 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) 

del año 2019, que 16 departamentos en el país liberan el 75% de las emisiones GEI 

en el país clasificados así: 

 Antioquia, Meta, Caquetá, Valle del Cauca, Santander, Cundinamarca, 

Boyacá y Bogotá emiten el 50% 

 Bolívar, Guaviare, Atlántico, Casanare, La Guajira, Tolima, Córdoba y Cesar, 

generan el 25% 

 

El inventario resalta que, del total de gases emitidos en Colombia, 23 

millones de toneladas fueron absorbidos por las plantaciones forestales, los 

bosques naturales y los cultivos representativos del país. El informe también 

evidenció que las mayores oportunidades para la mitigación de GEI están en 

Antioquia, debido al crecimiento y las cosecha de plantaciones forestales 

comerciales (67% de las absorciones totales del departamento).2 

Las Naciones Unidas en el año 2015 en París realizó la primera COP21 

(Conferencia de las Partes) en el que se definieron objetivos acordes a la mitigación 

al cambio climático denominadas como Contribuciones Determinadas y Previstas a 

Nivel Nacional (INDC) para los países en vía de desarrollo.  

 
2 “237 Millones de toneladas de CO2 emite Colombia” 
https://sostenibilidad.semana.com/medio-ambiente/articulo/237-millones-de-toneladas-de-
co2-emite-colombia/46865  

                                
Estas contribuciones son objetivos determinados por los mismos países para el 

período 2020-2030; en dicha cumbre Colombia se comprometió a cumplir los 

siguientes objetivos 3: 

1. Reducir las emisiones de GE en el país a un 20% con respecto a las 

emisiones proyectadas para el 2030. 

2. Aumentar las resiliencias y la capacidad adaptativa del país, a través de 10 

acciones sectoriales y territoriales para el 2030. 

3. Fomentar el intercambio de conocimiento tecnología y financiamiento para 

acelerar las contribuciones planteadas en materia de adaptación y mitigación 

de gases efecto invernadero.  

Asimismo, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible indica que el reporte 

de la "Nueva Economía del Clima" plantea que, en la actualidad, el verdadero 

desarrollo solo es posible si se reconocen y afrontan los riesgos del cambio 

climático. Adicionalmente, para que el crecimiento económico sea de calidad y 

duradero, debe ser bajo en carbono y resiliente al clima. La Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) también promueve de manera 

preponderante el desarrollo de economías bajas en carbono. 

Por lo que el IDEAM en el Inventario de gases de efecto invernadero" (GEI), 

determinó que Colombia contribuye con el del total mundial 0.46% 2010. Indicando 

además que, en este mismo año, Colombia emitió cerca de 224 millones de 

toneladas de CO2-eq, el 0.46% del total mundial. Aunque esta cifra es baja, no hace 

que el país desconozca su responsabilidad por los índices históricos de 

deforestación y por su potencial económico y productivo para hacer aportes 

significativos a la mitigación del cambio climático.  

Los resultados de las emisiones de gases de efecto invernadero de 2010 se 

proyectaron a 2050. Dicha proyección identificó que, para 2030, el país podría 

 
3 Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático, máxima instancia para la toma de decisiones de dicho instrumento legal 
internacional y que reúne a 196 países. 

                                
aportará a la resiliencia del país a los impactos del cambio climático, y que, para 

hacerlo en línea con un objetivo de crecimiento bajo en carbono, el país está 

explorando opciones de energía renovable no convencionales”. 

Ley 1819 de 2016: A partir de esta reforma tributaria, se estableció una tarifa 

diferenciada del IVA del 5% para inversores de carga eléctrica para uso en 

vehículos eléctricos, híbridos e híbridos enchufables; vehículos eléctricos, 

híbridos e híbridos enchufables para el transporte de 10 o más personas, para 

el transporte de personas, incluidos los vehículos de tipo familiar y los de 

carreras; y los vehículos automóviles eléctricos, híbridos e híbridos enchufables 

para el transporte de mercancías.  

Ley 1694 de 2019: “La presente Ley tiene por objeto generar esquemas de 

promoción al uso de vehículos eléctricos y de cero emisiones, con el fin de 

contribuir a la movilidad sostenible y a la reducción de emisiones contaminantes 

y de gases de efecto invernadero”. Por ello se establecieron beneficios en 

tributos, parqueaderos especiales, estaciones de carga invitando además a los 

municipios a ofrecer beneficios y exenciones y de esta manera incentivar la 

compra de vehículos eléctricos. 

3. Decretos 

Decreto 1116 de 2017: Modifica de manera parcial y temporal el arancel de 

aduanas, estableciendo tarifas contingentes para la importación de vehículos 

eléctricos, híbridos y sistemas de carga. Se establecen cupos para la 

importación con gravamen arancelario del 0% para los primeros y del 5% para 

los segundos hasta el año 2027. 

III. SUSTENTO TEÓRICO 

A partir de los diversos efectos negativos en el ambiente a raíz de la emisión de 

gases efecto invernadero, la producción del CO2 y el inminente cambio climático en 

todo el mundo. Ha puesto en el ojo del huracán la necesidad de mitigar dichos 

efectos y por ende ha surgido en las agendas legislativas del mundo la 

implementación de los modelos de movilidad sostenible.  
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aumentar sus emisiones un 50%, es decir, hasta 335 millones de toneladas de CO2-

eq. Si Colombia cumpliera con la meta propuesta, podría estar cerca de mantener 

el mismo nivel de emisiones actuales per cápita: 4.8 toneladas de CO2eq/hab.4 

Dicho lo anterior, es evidente que en el mundo se requiere que las energías 

renovables y sustentables jueguen un papel importante en las dinámicas sociales, 

políticas y económicas de los países, por ello es relevante este tipo de proyectos 

que incentiven el uso de carros eléctricos, pues, según la Agencia Europea del 

Medioambiente en el 2018 afirmó que según sus estudios que las emisiones de GE 

de un vehículo eléctrico son entre un 17% y un 30% menores que la de los vehículos 

a combustión. 

Por lo que, además, según el último estudio de la Union of Concerned Sciencist la 

producción de un vehículo eléctrico emite alrededor de 6 toneladas de gases de 

efecto invernadero más que la de un vehículo convencional de gasolina. Sin 

embargo, las emisiones totales durante la vida del vehículo eléctrico, cuando es 

alimentado por una red eléctrica mixta (renovable-no renovable), son un 53% 

menores que las que produce un vehículo de gasolina de características similares. 

Esto supone un ahorro aproximado de 54 toneladas de gases de efecto 

invernadero que se dejan de emitir a la atmósfera.5 

El Departamento de Energía de los Estados Unidos ha referido que el vehículo 

eléctrico es considerado como un gran avance tendente a la reducción de emisiones 

en el futuro, pero el informe vuelve a incidir en la importancia de cambiar el modelo 

de movilidad. En sus modelos de actuación para evitar una subida mayor de 2º de 

la temperatura global la electrificación de los vehículos supone un 15% de la 

reducción de emisiones mientras el cambio en los modos de desplazamiento (del 

coche y el avión al transporte público y al tren) supone un 20%.6 

 
4 El ABC de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. (2015) 
5 Cleaner Cars from Cradle to Grave. Union of Concerned Sciencist (2019) 
 
6 Energy Efficiency & Renewable Energy. United States Environmental Protection Agency 
(2019) 

                                
4.1. Estado actual de Colombia en la movilidad sostenible  
De acuerdo a las cifras del RUNT a corte de enero de 2021 en el país hay un total 

de 10.618 vehículos eléctricos registrados, discriminados de la siguiente manera: 

 
Es importante tener en cuenta que a partir de la implementación de la Ley 1694 de 

2019 y de los esfuerzos del gobierno, ha permitido que el incremento de la 

importación y adquisición de vehículos eléctricos hayan crecido de manera 

significativa, sin embargo, hay que seguir creando incentivos a los compradores y 

con ello aumentar de manera exponencial el uso de vehículos eléctricos.  

Según las cifras de la DIAN, la cantidad de vehículos eléctricos importados en 

cumplimiento del Decreto 1116 de 2017 han sido los siguientes a la fecha: 

A continuación, se presenta un cuadro estadístico con las cifras del número de 

automóviles eléctricos, de las subpartidas arancelarias 8702.40.90.90, 

8703.80.10.00, 8703.80.90.00, 8704.90.51.00 y 8704.90.59.00 importados entre 

los meses de diciembre de 2019 y diciembre de 2020. 

 
Es de anotar, que no se presentan registros en la base estadística de 

importaciones para las subpartidas arancelarias 8702.40.10.00 y 8702.40.90.10. 

 

De acuerdo a la cifra entregada por el Ministerio de Ambiente y el Ministerio de 

Minas y energías, en colaboración de Electromaps hay a corte de octubre del año 

2020 47 estaciones de carga y 114 conectores en todo el país, cifra que resulta 

bastante baja para la cantidad de vehículos híbridos y eléctricos que circulan en 

todo el territorio nacional. 

 Subpartida 
arancelaria 

Producto
 Cantidad en 

unidades 

8702409090 Los demás vehículos únicamente propulsados con 
motor eléctrico. 508                         

8703809000 Los demás vehículos, propulsados únicamente con 
motor eléctrico. 1.053                      

8704905900 Los demás vehículos propulsados únicamente con 
motor eléctrico. 251                         

8703801000 Los demás vehículos, propulsados únicamente con 
motor eléctrico con tracción en las cuatro ruedas. 36                            

8704905100 Vehículos propulsados únicamente con motor electrico 
de peso total con carga maxima inferior a 4,537 t. 62                            

                       1.910 

*Producción DIAN y Certificación DANE a diciembre de 2020
Elaboró: Coordinación de Estudios Económicos

Cuadro 1
Reporte estadístico importaciones de automóviles eléctricos por subpartida arancelaria

Periodo diciembre 2019 a diciembre 2020

 Total 
Fuente: Declaraciones de importación (F-500), Bodega de datos Coordinación de Estudios Económicos - 
SGAO - DIAN .

 
 

 

Finalmente, en cifras del Ministerio de Minas y energía el estado actual de las 

estaciones de carga de vehículos eléctricos en todo el territorio nacional se 

encuentra en el siguiente estado:  

Con respecto a la implementación de estaciones de carga pública de 

vehículos eléctricos e híbridos enchufables, el Ministerio de Minas y Energía 

realizo un levantamiento de información entre los meses de mayo y agosto 

del 2020, en la cual se tuvieron sesiones de trabajo con entidades que han 

implementado infraestructura de carga pública como es el caso de ENEL, 
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EPM, CELSIA, EEP, EDEQ, ESSA, CHEC y TERPEL. A partir de estas 

sesiones de trabajo se identificaron en el país alrededor de 74 estaciones de 

carga rápida y semi-rápida, y de ellas las correspondientes a carga rápida 

son 17 estaciones, como se relaciona en las tablas a continuación: 

 

 
 

 
4.2. Caracterización del parque automotor colombiano  
Latinoamérica se cataloga como la región con más bajo crecimiento en relación con 

la compra de vehículos nuevos con respecto de las otras regiones en el mundo, 

entre el 2014 y el 2015 se dio un crecimiento negativo de -14.2%. Y comparando a 

                                
Colombia con los otros países de la región, este registra uno de los porcentajes más 

bajos de la región en relación con la evolución de las ventas de carros nuevos (cero 

kilómetros) por cada mil habitantes, de solo el 5.9 vehículos por cada 1000 

habitantes  

El promedio mundial de motorización es de 12.6 vehículos por cada 1000 

habitantes, mientras que en Latinoamérica es de tan sólo 10.1 vehículos por cada 

1000 habitantes. Los países con mayores índices de motorización son Chile y 

Uruguay con 16.5 vehículos por cada 1000 habitantes, seguido de Brasil y Argentina 

con 12.5 y 11.2 vehículos por cada 1000 habitantes respectivamente, mientras que 

Colombia tiene en promedio 5.9 vehículos por cada 1000 habitantes (Andemos, 

2016). Lo anterior, demuestra que el porcentaje de carros nuevos que se compran 

en Colombia está muy por debajo tanto del promedio mundial como del promedio 

de la región.  

 

 
En 2008, circulaban a diario 5,300.000 vehículos, de los cuales 20% se encuentra 

matriculado en Bogotá, el 10% en Cali y Medellín y el 3% en Barranquilla, lo que 

supone que aproximadamente el 40% del total de vehículos matriculados en 

Colombia se encuentra concentrado en las cuatro principales ciudades, esto quiere 

decir, que por cada 100 vehículos que ingresan al mercado, 20 se registran en 

                                
Bogotá, 5 en Cali, 5 en Medellín y aproximadamente 3 en Barranquilla, esto debido 

a la penetración del mercado automotor en ciudades intermedias producto de la 

disminución del vehículo en función de la renta media de los colombianos (Molina 

et al, 2009)  

Solamente en Bogotá en el año 2019, circulan cerca de 2’400.000 de vehículos, de 

los cuales el 50% son automóviles, el 20% son motocicletas y el 14% camionetas, 

lo que significa que por cada 3 habitantes hay un vehículo automotor y por cada 

motocicleta 4 carros (Bogotá como vamos, 2019) 

Si bien ha existido un crecimiento acelerado de las tasas de motorización en 

Colombia, y principalmente en las cuatro ciudades más importantes, esta sigue 

siendo relativamente baja en comparación con las tasas presentadas en otros 

países más desarrollado, lo que quiere decir que el problema de movilidad en 

ciudades colombianas no se debe solamente al ingreso de vehículos particulares, 

sino, otros factores relacionados con la administración de transporte, la calidad del 

transporte público y la inversión en infraestructura urbana (Molina et al, 2009) 

El crecimiento del parque automotor depende de diversos factores inherentes a los 

individuos, que determinan la capacidad de adquirir un vehículo. Dentro de estos 

factores se encuentra: la edad, el nivel de ingreso, las capacidades físicas, entre 

otras (Scorcia, 2009).  

En primer lugar, la edad, la ley impone un límite inferior la cual reconoce que la edad 

mínima para obtener una licencia de conducción es de 16 años, lo que supone una 

restricción a la demanda de vehículos. Asimismo, se establece que el límite superior 

es de 70 años, porque se supone que la mayoría de personas por encima de esta 

edad no se encuentra en condiciones para conducir un vehículo por la reducción de 

las capacidades físicas como la visión, los reflejos, entre otros (Scorcia, 2009) 

 

En segundo lugar, se requiere un mínimo nivel de ingreso para adquirir un vehículo, 

dadas las características del mercado y el precio relativamente elevado de estos 

bienes, por lo que la distribución del ingreso resulta fundamental en el cálculo del 

crecimiento del parque automotor, puesto que infiere en la posibilidad de un hogar 

                                
de acceder a un vehículo (Scorcia, 2009). En tercer lugar, las capacidades físicas 

de la persona afectan su decisión de adquirir un vehículo, pues hay que tener en 

cuenta la población en situación de discapacidad que no puede manejar un 

vehículo, lo que afecta el valor estimado del parque automotor (Scorcia, 2009) 

Por otro lado, las ventas de vehículos han sufrido tanto crecimientos como fuertes 

caídas dependiendo de los ciclos económicos. Las ventas de vehículos crecieron 

entre el 2003 y el 2007 con 94mil vehículos vendidos, para luego caer durante el 

2009 por la crisis económica mundial, y que durante el 2011 volvieron a crecer a 

325mil, alcanzando un nivel histórico con 326mil unidades en 2014, pero que volvió 

a caer hasta 250mil en 2016 (Andemos, 2016). Asimismo, según un estudio de 

FEDESARROLLO (2014), los vehículos más vendidos en el año 2013 fueron 

147.217 automóviles, 74.745 utilitarios, 20.364 pick ups, 18.294 vehículos 

comerciales de carga, 17.325 taxis, 12.192 vans y furgonetas, y 3.716 vehículos 

comerciales de pasajero. 

La participación en el valor de las ventas de vehículos nuevos de producción 

nacional descendió en la última década de 64% en el 2002 a 32,7% en 2014, 

mientras que la participación de vehículos importados pasó de 36% a 67.3% 

(FEDESARROLLO, 2013). 

En relación con los vehículos particulares, estos cuentan con la mayor participación 

dentro de las ventas totales de los vehículos en Colombia, con un promedio del 58% 

y que registró la tasa más alta en 2011 con un 63% de los vehículos totales. A esto 

le sigue los camperos y camionetas, cuya participación ha sido en promedio del 

27% de los vehículos totales (Andemos, 2016) 

El sector automotor tuvo una caída en la venta de vehículos y motos nuevos en 

2017, del 6,1% y 11,8% respectivamente, además el crecimiento en los precios de 

los vehículos se ha desacelerado, pasando de 5,7% en 2016 a -0.2% en el 2017 

(BBVA, 2018) 
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En relación con la tasa de obsolescencia, el 49% de los vehículos tiene menos de 

10 años, el 17% tiene entre 11 y 20 años y un tercio tiene más de 20 años. Según 

los cálculos de Andemos para 2016, se estima que el 33.8% del parque automotor 

tiene una edad de más de 20 años, pero es un porcentaje que varía por ciudad. 

4.2.1 Composición y dinámicas del parque automotor en Colombia. 
Según un estudio del BBVA (2018), se estableció que para el 2018 el parque 

automotor colombiano era de 13mil vehículos, de los cuales, 7,1millones 

corresponden a motocicletas (140 motos por cada 1000 habitantes), mientras que 

el de carros está en 5,9 millones (120 carros por cada 1000 habitantes).  

 

 

                                
Los vehículos particulares y las motos son demandados más como bienes de 

consumo que como bienes de instrumentos de trabajo, el 20% de los automóviles 

particulares se utilizan como bien de trabajo, mientras que para las motos esta cifra 

llega casi el 50% (BBVA, 2018) 

 
 

En relación con las dinámicas de género en relación con la tenencia de carros, los 

hogares cuyo jefe de hogar es un hombre, tienden a tener relativamente más carros 

y motos que los hogares cuya cabeza de hogar son las mujeres, según esto, la 

tenencia de motos es alta entre los hombres cabeza de hogar de hasta 35 años, 

mientras que la de carros entre los 35 años y más (BBVA, 2018) 

 

 

 
La tenencia de carros también se ve afectada por con el ingreso y la riqueza de los 

hogares, aquellos que se encuentran en niveles medio-alto de ingresos la tenencia 

de los vehículos aumenta, lo que implica una sustitución de los carros por las motos, 

mientras que, en hogares de estratos medio-bajos, la tendencia se invierte y la 

probabilidad de tener motos aumenta, pero conforme se aumenta el ingreso esta se 

va aplanando (BBVA, 2018) 

 

                                
Composición de las actividades económicas de los hogares según el tipo de 

vehículo. En este sentido, el 82% de los hogares con moto tiene un jefe de hogar 

ocupado y de 77% en los hogares con carro (BBVA, 2018) 

 
 
¿Qué factores inciden en la probabilidad de que un hogar tenga carro? Las 

probabilidades de tener un carro aumentan según las siguientes características:  

*Características socio demográficas de los hogares: tener un hogar con casa propia, 

cabeza de hogar hombre, y/o cabeza de hogar ocupada.  

*Composición del hogar: ser un hogar de más de un miembro.  

*Nivel de ingreso del hogar: la probabilidad de tener carro de un hogar en el 20% 

más rico es 8,1 veces mayor a la de uno en el 20% más pobre.  

*Estado socio económico del hogar: Un hogar estrato 1 tiene menos de la mitad de 

probabilidad de tener un carro que uno en estrato 2, mientras que un hogar estrato 

6 tiene dos veces la probabilidad de tener un carro en estrato 5.  

El 36% de los jefes de hogar de los hogares con motos percibe un ingreso de 1-1.5 

salarios mínimos, mientras que el 24% de los jefes de hogar con carro tiene un 

ingreso superior a 5 SMLV 
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Para el año 2017, en Colombia se registró la venta de 30,7 vehículos por cada 1000 

habitantes, dentro de los cuales el 4.8 corresponde a vehículos nuevos por cada 

1000 habitantes, mientras que el 15,7 a vehículos usados por cada 1000 habitantes, 

así como 10,2 motos por cada 1000 habitantes (BBVA, 2018) 

 

                                

 
 

4.2.2. Situación actual de la venta de carros. 
Según ANDEMOS (2021), para el año 2021, el mercado de vehículos nuevos inició 

el año con 14.349 registros, lo que representa una caída del 22,1% frente al mismo 

mes del año anterior. Renault inicia el año liderando el mercado con 3.335 unidades, 

Chevrolet con 2.985 y Mazda con 1.416, mientras que las marcas Premium abrieron 

el 2021 con 578 unidades registradas, BMW con 274 unidades, Mercedes Benz con 

183 unidades y Volvo con 45 registro. En relación con el mercado de motos, se 

registró 45,615 registros en el mes de enero, lo que representa una variación 

negativa de 13,5% con respecto al mismo mes del año anterior.  

Lo anterior obedece al fuerte choque que sufrió la economía colombiana y mundial 

a causa de la emergencia sanitaria en 2020, las restricciones del gobierno nacional 

y local como las cuarentenas, pico y cédula, pico y placa, toques de queda, entre 

otros.  

En relación con los carros híbridos y eléctricos, para el año 2020 solo se vendieron 

695 automóviles hasta el mes de octubre, lo que significa una reducción del 2,1% 

frente al año anterior. Mientras que, en el mismo mes en el 2019, se registraba 710 

unidades. Asimismo, los precios de estos carros oscilan entre los 47.000.000 

(Renault Twizy) y los 366.900.000 (Jaguar I-Pace) (El carro colombiano, 2020) 

                                
4.3. Iniciativas mundiales 
Dentro de la política comparada, es evidente que el mundo va hacia la 

implementación de las energías limpias y renovables, es por ello que varios países 

han decidido prohibir la venta de vehículos a combustión dentro de los siguientes 

años: 

 Holanda: 2025 

 Noruega: 2025 

 India: 2030 

 Alemania: 2030 

 Francia: 2040 

 Reino Unido: 2040 

Ahora bien, en el reciente informe del Banco Mundial reunió algunas de las ideas y 

compromisos de los países y ciudades para emprender el camino hacia la movilidad 

eléctrica. 

Iniciando por Polonia, país que pretende tener un millón de autos eléctricos en sus 

carreteras para el 2025. Por su Sudáfrica está apuntando a una reducción del 5 por 

ciento en las emisiones de gases de efecto invernadero del sector del transporte 

para 2050. 

La capital de Ecuador, Quito, está apostando a las flotas de autobuses eléctricos. 

El gobierno de Corea del Sur planea suministrar 1 millón de vehículos eléctricos en 

los próximos dos años e India está discutiendo la posibilidad de que el 15 por ciento 

de sus autos sean eléctricos para 2023.7 

 
 

De los honorables congresistas,  

 

 
7 Conferencia de Cambio Climático de las Naciones Unidas Katowice COP24. “Driving 
Change Together” (2018) 

                                

EDWARD D. RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ        GERMAN NAVAS TALERO
H. Representante a la Cámara                          H. Representante a la Cámara  

Partido Centro Democrático                                   Partido Polo Democrático Alternativo

GERMMMMMMMMMAAAAAAAAN NNNNNNNAAAAAAAAAVAS TALER
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 578 DE 2021 CÁMARA

 por medio del cual se instituye permanentemente el Fondo Empresarial de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, se dictan disposiciones en relación con la gobernanza de empresas de servicios 
públicos domiciliarios en toma de posesión y se establecen mecanismos que prevengan la intervención del 

Estado en este tipo de empresas.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
La garantía de continuidad en la prestación de los servicios públicos domiciliarios, consagrada tanto a 
nivel constitucional como legal, tiene especial prevalencia en el ordenamiento jurídico colombiano.  Así, 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (la “Superindentencia”), en ejercicio de sus 
facultades de inspección, vigilancia y control a las empresas a cargo de la prestación de dichos servicios, 
tiene la potestad de tomar en posesión a los prestadores de servicios públicos domiciliarios que estén 
incursos en cualquiera de las causales contenidas en el artículo 59 de la Ley 142 de 1994, cuando lo 
estime necesario. En ese sentido, esta iniciativa busca fortalecer las herramientas de la 
Superintendencia para propender por la prestación eficiente y continua de los servicios públicos 
domiciliarios.   
 
A través de la del artículo 132 de la Ley 812 de 2003 – artículo 132 -, el Congreso de la República creó 
el Fondo Empresarial, como un patrimonio autónomo dotado de recursos para fortalecer los procesos 
de toma de posesión y el financiamiento de las empresas de servicios públicos domiciliarios en situación 
de toma de posesión.  No obstante, desde su entrada en vigencia, la Ley 812 de 2003 ha sido prorrogada 
cada cuatro año.  
 
El artículo 103 de la Ley 1151 de 2007 estableció como una de las fuentes de recursos del Fondo 
Empresarial las multas que imponga la Superintendencia en ejercicio de sus funciones y  mediante el 
artículo 227 de la Ley 1753 de 2015 el Congreso de la República amplió el alcance de éste mismo 
permitiendo celebrara –o apoyara con el pago– contratos de prestación de los servicios requeridos por 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios para adelantar los estudios previos requeridos 
para determinar la necesidad de intervenir a un prestador de servicios públicos domiciliarios 
determinado. Posteriormente, el artículo 227 de la Ley 1753 de 2015 estableció que, en determinados 
casos, los recursos que se hayan otorgado por el Fondo Empresarial para financiar a prestadores de los 
servicios de acueducto y saneamiento básico en situación de toma de posesión, puedan ser 
considerados como aporte al esquema de solución, de forma excepcional y por una sola vez. Esta norma 
permitió mejorar los esquemas de solución empresarial para los prestadores de acueducto de Carmen 
de Bolívar y Quibdó, en donde los análisis financieros determinaban que los ingresos no eran suficientes 
para cubrir las financiaciones que se habían otorgado para garantizar la prestación del servicio. 
 
El Fondo Empresarial se ha fortalecido con nuevas fuentes de recursos y otras herramientas para 
atender con mayor celeridad y eficiencia las necesidades de los prestadores de servicios públicos en 
situación de toma de posesión y con necesidades de financiación. En primer lugar, por medio del Decreto 
1924 de 2016 le fue autorizado al Fondo Empresarial acceder a recursos provenientes de operaciones 
de crédito interno o externo con el propósito de que pueda acceder a otras fuentes de recursos y 
mediante la Resolución 097 de 2016 de la CREG se reconoció las garantías emitidas por el Fondo 
Empresarial como garantías admisibles para la compra de energía de las empresas que tienen a su 
cargo la distribución de energía eléctrica. 

Por otro lado hay que anotar que: (i) todas las intervenciones a las empresas de servicios públicos 
domiciliarios se han adelantado luego de que la Superintendencia agota los mecanismos ordinarios 
creados para evitar la ocurrencia de las causales a las que se refiere el artículo 59 de la Ley 142 de 
1994 y (ii) en términos generales, todas las empresas de servicios públicos domiciliarios sobre las que 
la Superintendencia ha ejercido toma de posesión se han caracterizado por tener problemas de 
financiación que no han podido ser atendidos por el Estado a tiempo por la inexistencia de las 
herramientas propicias.  
En razón a lo anterior, el Estado tiene que garantizar que mientras dure el proceso toma de posesión, 
cada una de las empresas intervenidas disponga del flujo de caja suficiente para poder prestar el servicio 
a su cargo y hacer las inversiones que sean imprescindibles. Esto implica además un riesgo para los 
recursos públicos pues deben ir a financiar operaciones de empresas que no tienen viabilidad financiera 
y que operan en activos muy deteriorado. 
El Fondo Empresarial ha servido como una herramienta para que la Superintendencia pueda adelantar 
de manera más eficiente los procesos de intervención, ya que –por regla general– las empresas en toma 
de posesión tienen graves problemas de financiación que les impiden tener el flujo de cada necesario 
para prestar adecuadamente los servicios públicos a su cargo y hacer las inversiones que son críticas 
para estos efectos. Estos apoyos que otorga el Fondo Empresarial tienen como único destinatario a las 
empresas en toma de posesión, y su único objetivo es garantizar que se presenten los servicios públicos 
bajo los parámetros legales y constitucionales durante los procesos de intervención.  
Para ejemplificar lo anterior, es posible hacer referencia a los procesos de intervención de Empresas 
Públicas de Quibdó EPS - EPQ en liquidación y Empresa de Acueducto y Alcantarillado del Carmen de 
Bolívar S.A. E.S.P., en los que el Fondo Empresarial ha sido esencial para garantizar que en las 
comunidades atendidas por dichas empresas se siga prestando el servicio de agua potable. Esto se 
logró, principalmente, a través de la financiación de la operación de estas empresas mientras se 
ejecutaban las inversiones con recursos de la Nación y las respectivas entidades territoriales.  En el caso 
de Quibdó, el Fondo Empresarial otorgó garantías y mutuos por $65 mil millones de pesos para 
garantizar la operación de Empresas Públicas de Quibdó ESP - en liquidación (“EPQ”), lo que permitió 
que los aportes del Gobierno Nacional y el Departamento del Chocó se destinaran a inversiones 
prioritarias de nuevas redes de acueducto en el municipio.  Con estos recursos EPQ presta el servicio 
de acueducto a veinticinco mil hogares, cifra que se estimaba que para el año 2019 subiría a cuarenta y 
cinco mil, una vez se culminara el proceso de conexión de usuarios a las nuevas redes de acueducto.  
 
Otro caso y quizá en el que ha sido más relevante el rol del Fondo Empresarial es el de la intervención 
que hizo la Superintendencia a la Electrificadora del Caribe S.A. ESP – en intervención (“Electricaribe”). 
El Fondo Empresarial ha sido el vehículo a través del cual se han canalizado las garantías y los mutuos 
que han entregado la Nación, entidades financieras y entidades multilaterales destinados a garantizar la 
prestación del servicio de energía eléctrica en la costa caribe a más de tres millones de usuarios. El 
Fondo Empresarial ha apoyado a Electricaribe con recursos que, a noviembre de 2018, ascendían a 
$819 mil millones y se otorgaron garantías a favor de generadores de energía y XM para la compra de 
energía, por un monto de $499 mil millones, de las cuales todavía hay garantías vigentes por valor de 
$349.122. Adicionalmente, se han otorgaron créditos y garantías por la suma de $322.500 mil millones 
para ser destinados a inversiones. Para llevar a cabo estas operaciones, el Fondo Empresarial usó 
recursos propios y canalizó recursos de la Nación, entidades financieras y entidades multilateral es en 

 
operaciones que han sido aprobadas por los documentos CONPES 3875 de 2016 y CONPES 3910 de 
2017. 
 
Con el fin de asegurar el éxito de una solución empresarial para Electricaribe en la que exista interés de 
inversionistas privados en prestar, bajo parámetros de continuidad y calidad, el servicio público de 
energía a tres millones de usuarios, el 5 de julio de 2018 el CONPES 3933 autorizó una nueva operación 
de crédito a favor de Electricaribe para asegurar las inversiones requeridas durante el primer año del 
expediente tarifario establecido en la Resolución 015 de 2018 de la CREG, para lo cual el Fondo 
Empresarial adelantó una convocatoria a entidades del sector financiero para la presentación de ofertas 
de crédito hasta por la suma de $735 mil millones. La ejecución de estos recursos, sin embargo, no 
estuvo sujeta a polémicas. El régimen de intervención en empresas de servicios públicos domiciliarios 
tiene una institucionalidad muy débil: no hay ningún control sobre el agente especial ni sobre la ejecución 
de los recursos pues: 
 

a. El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios no puede coadministrar la empresa por 
expresa prohibición legal. 

b. Los derechos de los accionistas, así como las instancias de gobierno corporativo están suspendidas. 
c. Solamente el agente especial es administrador de funciones públicas pero el presupuesto no debe 

ejecutarlo siguiendo parámetros de Ley 80 de 1993 y Ley 1150 de 2007. 
d. No existe ninguna norma que obligue a ejecutar con austeridad esos gastos. 

 
Para continuar garantizando la prestación del servicio de energía en la costa caribe, así como para 
garantizar la adecuada ejecución de los demás procesos de intervención, es fundamental asegurar el 
funcionamiento del Fondo Empresarial de forma permanente, pues no existe ningún otro mecanismo 
para proveer financiación y apoyo a la Superintendencia y a las empresas intervenidas en situación de 
toma de posesión. 

 
Por último, y teniendo en cuenta que las situaciones de toma de posesión son –en todos los casos– la 
medida más drástica que la Superintendencia puede tomar en relación con una empresa de servicios 
públicos domiciliarios, es necesario dotar a la Superintendencia de facultades preventivas frente a sus 
vigilados para prevenir las intervenciones. Si bien las empresas de servicios públicos domiciliarios son 
en su mayoría empresas privadas y se rigen por lógicas de mercado, el Estado tiene la obligación 
constitucional de garantizar la continuidad en la prestación de los servicios públicos domiciliarios, razón 
por la cual es necesario establecer normas para asegurar la correcta ejecución de los recursos públicos 
y para prevenir las tomas de posesión. Una de las conclusiones de la experiencia en las intervenciones 
de empresas de servicios públicos, y en particular, la nefasta experiencia con Electricaribe, es que el 
riesgo moral de que una empresa colapse y no pueda seguir prestando el servicio está en cabeza del 
Estado, pues a partir del momento en que se toma posesión de la empresa los accionistas y los 
acreedores de la empresa abandonan por completo la administración de la empresa, por lo que es 
necesario fortalecer las facultades que tiene la Superintendencia para prevenir que se den más 
intervenciones. 

 
Por lo anterior, resulta necesario facultar a la Superintendencia para que ésta pueda ordenar la 
recapitalización de las empresas de servicios públicos como medida preventiva a la toma de posesión, 

como ocurre actualmente en la Superintendencia Financiera. La recapitalización es una herramienta que 
existe desde hace varias décadas como mecanismo para prevenir la intervención en entidades 
financieras, y tiene por efecto para garantizar la estabilización de la estructura de capital de la respectiva 
empresa –y de esa manera del servicio público correspondiente–, así como una mayor solvencia que le 
permita asumir las obligaciones frente a sus acreedores, ejecutar las inversiones prioritarias y continuar 
prestando el servicio. 
 
 

PROYECTO DE LEY NO. _____ DE 2021 CÁMARA  
 

“Por medio del cual se instituye permanentemente el Fondo Empresarial de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios, se dictan disposiciones en relación con la gobernanza de 

empresas de servicios públicos domiciliarios en toma de posesión y se establecen mecanismos 
que prevengan la intervención del Estado en este tipo de empresas.” 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1º. Objeto. La presente ley crea un esquema institucional que tiene por objeto: 

1. Prevenir que el Estado tenga que tomar posesión de las empresas de servicios públicos 
domiciliarios. 

2. Garantizar la continuidad y calidad en la prestación de los servicios públicos que están a cargo 
de aquellas empresas sobre las que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios ha 
tomado posesión. 

3. Garantizar la protección de los recursos públicos que el Estado dispone para garantizar la 
continuidad y calidad en la prestación de los servicios públicos que están a cargo de aquellas 
empresas sobre las que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios ha tomado 
posesión. 
 

Artículo 2º. Creación del Fondo Empresarial. Por medio de la presente ley se instituye de manera 
definitiva y con vocación de permanencia el Fondo Empresarial creado por la Ley 812 del 2003. 

 
Artículo 3º. Naturaleza del Fondo Empresarial. El Fondo Empresarial seguirá funcionando a través 
un patrimonio autónomo cuyo ordenador del gasto será el Superintendente de Servicios Públicos 
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Domiciliarios. El Fondo Empresarial será administrado por la entidad fiduciaria que el Gobierno Nacional 
designe para estos efectos. 

 
Artículo 4º. Objeto del Fondo Empresarial. Este Fondo podrá financiar a las empresas en toma de 
posesión para: 1) asegurar la satisfacción de los derechos de los trabajadores que se acojan a los planes 
de retiro voluntario y en general las obligaciones laborales y, 2) salvaguardar la prestación del servicio. 
Igualmente, podrá contratar y/o apoyar el pago de las actividades profesionales en áreas financieras, 
técnicas, legales y logísticas que requieran la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios o la 
empresa objeto de toma de posesión, así como los estudios necesarios para determinar la procedencia 
de dicha medida y las medidas preventivas de acuerdo con lo establecido en la Ley 142 de 1994. 
 
Artículo 5º. Recursos del Fondo Empresarial. Los recursos del Fondo Empresarial estarán 

conformados por las siguientes fuentes: 
1.  Los excedentes de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, de la Comisión de 

Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA), de la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG); 

2. El producto de las multas que imponga esta Superintendencia; 
3. Los rendimientos que genere el Fondo Empresarial y que se obtengan por la inversión de los 

recursos que integran su patrimonio; 
4. Los recursos que obtenga a través de las operaciones de crédito interno o externo que se 

celebren a su nombre, y los que reciba por operaciones de tesorería; 
5. Los rendimientos derivados de las acciones que posea el Fondo o su enajenación los cuales no 

estarán sometidos al impuesto sobre la renta y complementarios; y, 
6. Los demás que obtenga a cualquier título. 

 
Artículo 6º. Financiamiento a empresas en toma de posesión. De forma excepcional, el Fondo 
Empresarial podrá apoyar con recursos a las empresas prestadoras de servicios públicos objeto de la 
medida de toma de posesión para asegurar la viabilidad de los respectivos esquemas de solución a 
largo plazo sin importar el resultado en el balance del Fondo de la respectiva operación, siempre y 
cuando así lo soliciten ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y acrediten: 

1. Incapacidad presente y futura de pago de los recursos entregados previamente a título de 
financiación, con cargo a los recursos del Fondo Empresarial soportada con las modelaciones 
financieras y demás elementos que lo demuestren. 

2. Contar con un esquema de solución de largo plazo que cumpla con los criterios que para el efecto 
establezca la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 

3. El esquema de solución de largo plazo a que hace referencia el numeral anterior solo pueda ser 
viable con la entrega de los recursos mencionados por parte del Fondo, los cuales se 

considerarán como un ingreso no constitutivo de renta ni ganancia ocasional para las empresas 
en toma de posesión. 
 

Artículo 7º. Requisitos para el financiamiento de empresas de servicios públicos en toma de 
posesión. El financiamiento por parte del Fondo Empresarial a las empresas intervenidas podrá 
instrumentarse a través de contratos de mutuo, otorgamiento de garantías a favor de terceros, o 
cualquier otro mecanismo de carácter financiero que permita o facilite el cumplimiento del objeto del 
Fondo Empresarial. 
En el evento previsto en que una empresa en toma de posesión solicite financiación por parte del Fondo 
Empresarial, se conformará un comité de viabilización que estará integrado por un funcionario designado 
por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, un funcionario designado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, un funcionario designado por el Departamento Nacional de Planeación y un 
funcionario designado por la Superintendencia de Servicios Públicos, quienes analizarán la solicitud de 
aplicación que realice la empresa intervenida de que se trate y emitirá su concepto al Superintendente 
sobre la viabilidad de la operación. 
 
Para emitir la viabilidad de la operación el comité deberá verificar que la empresa solicitante cumple con 
todos los requisitos a los que se refiere la presente ley. 
 
Parágrafo. Para las operaciones pasivas de crédito interno o externo se requerirá además el 
cumplimiento de los requisitos legales ordinarios establecidos para las operaciones de crédito; cuando 
dichas operaciones de crédito estén dirigidas al desarrollo del giro ordinario de las actividades propias 
del objeto del Fondo Empresarial para el otorgamiento de la garantía de la Nación no será necesario la 
constitución de las contragarantías a favor de la Nación normalmente exigidas, ni los aportes al Fondo 
de Contingencias; para los créditos otorgados directamente por la Nación - Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público no será necesario el otorgamiento de garantías a su favor. 
 
Artículo 8º. Compromiso de integridad. Como condición sinequanon para que el Fondo Empresarial 
apoye con recursos a las empresas prestadoras de servicios públicos objeto de la medida de toma de 
posesión, el respectivo agente especial estará en la obligación de suscribir e implementar un 
compromiso de integridad a favor del Fondo Empresarial, que tendrá como mínimo, el siguiente 
compromiso: 

 
1. La respectiva empresa de servicios públicos objeto de toma de posesión, su agente especial, 

altos cargos de segundo y tercer nivel, sus asesores, y los miembros de su comité de contratación 
– o quienes cumplan estas funciones– se cumplirán y actuarán de manera consistente con todas 
las leyes, regulaciones, decretos y/u órdenes gubernamentales oficiales del gobierno de 
Colombia y de otras jurisdicciones aplicables según el origen de los recursos que se otorgarán 
en garantía o préstamo, en relación con la lucha contra el soborno, el lavado de activos y la 
evasión fiscal. En particular, afirman expresamente cumplir con lo previsto en el Código Penal de 
Colombia, Estatuto Anticorrupción (Ley 1474 de 2011), Ley de Sobornos Transnacionales (Ley 
1778 de 2016), Ley federal de Estados Unidos de Prácticas Anticorrupción (US Foreign Corrupt 

Practices Act - FCPA) de 1997, y el United Kingdom Bribery Act, expedido por el Parlamento del 
Reino Unido el 28 de abril de 2010.   

2. La respectiva empresa de servicios públicos objeto de toma de posesión, su agente especial, 
altos cargos de segundo y tercer nivel, sus asesores, y los miembros de su comité de contratación 
– o quienes cumplan estas funciones–se comprometen a no recibir cualquier tipo de pagos, 
dádivas u otros favores ofrecidos o concedidos, de manera directa o a través de terceros, en 
relación con cualquier función o actividad relacionada con la empresa de servicios públicos, y 
que tenga por propósito dar ventajas de cualquier clase a contratistas, proponentes o interesados 
en la contratación de la empresa, la aprobación o consideración de cualquier tipo de resultado 
en cualquier gestión que adelante la empresa, impedir, obstaculizar o dilatar la labor de monitoreo 
y control de los recursos de la empresa, evadir impuestos, derechos, licencias o cualquier otra 
obligación legal, inducir a un funcionario o contratista a quebrantar sus deberes éticos, o 
cualquier otro propósito indebido. 

 
Artículo 9º. Juntas Consultivas.  Para apoyar con recursos a las empresas prestadoras de servicios 
públicos objeto de la medida de toma de posesión, el Fondo Empresarial tendrá la obligación de 
conformar una Junta Consultiva que estará integrada por cinco (5) miembros. Tres (3) de estos miembros 
serán funcionarios públicos designados, respectivamente, por el Ministro de Minas y Energía (un 
miembro), el Director de Planeación Nacional (un miembro) y el Ministro de Hacienda y Crédito Público 
(un miembro), mientras que los dos (2) restantes serán personas naturales –que no necesariamente 
deben ser funcionarios públicos– designadas por el Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, 
en su calidad de ordenador del gasto del Fondo Empresarial.   
Los miembros de la junta consultiva prestarán sus servicios con total autonomía, sin que medie 
subordinación o dependencia alguna entre estos y la respectiva empresa de servicios públicos en toma 
de posesión. De tal manera, la designación de una persona como miembro de la junta consultiva no 
configurará ningún tipo de vinculación laboral entre dicha persona y la empresa intervenida o del Fondo 
Empresarial, ni podrá ser demandante o apoderado en demandas que se sigan en contra de la empresa 
intervenida o del Fondo Empresarial. 
La Junta Consultiva hará recomendaciones a la empresa consultiva sobre cualquier asunto, tales como 
gobierno corporativo, mejores prácticas en contratación, correcta administración de la política de 
contratación con terceros y la adecuada ejecución de las inversiones de la empresa, entre otros. La junta 
no está instituida para opinar o para hacer recomendaciones sobre cada uno de los procesos de 
contratación y de ejecución de inversiones de la respectiva empresa, sino que deberá adelantar sus 
tareas de forma selectiva y podrá elegir autónomamente los asuntos generales o de carácter concreto 
en relación con los cuales decida desempeñarlas.  
Las recomendaciones y opiniones de la junta consultiva no son de obligatorio cumplimiento para la 
empresa de servicios públicos objeto de toma de posesión, sino que serán apreciadas por la respectiva 
empresa como opiniones profesionales de expertos en la materia, motivo por el cual se entiende que 
sus miembros no sustituyen ni reemplazan a ningún directivo, funcionario, empleado u órgano de 
dirección de la empresa objeto de toma de posesión en las funciones que a éstos les corresponde 
desempeñar. Por esta razón, bajo ninguna circunstancia se considerará que al emitir recomendaciones 

 
u opiniones la junta consultiva o la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios está 
coadministrando. 
Parágrafo. A partir de la entrada en vigor de esta ley, el Fondo Empresarial no está autorizado a hacer 
ningún desembolso a empresas en toma de posesión en donde no se haya posesionado la junta 
consultiva a la que se refiere este artículo. 
 
Artículo 10º. Remuneración de los miembros de la junta consultiva. Los miembros de la junta 
consultiva serán designados por término indefinido. La remuneración de cada uno de sus miembros será 
por cada sesión a la que asista y deberá ser pagada por la respectiva empresa. 
Los gastos tales como tiquetes, manutención, viáticos por concepto de viajes y similares en que incurran 
los miembros de la junta consultiva con ocasión de sus funciones, les serán reembolsados hasta por un 
monto de tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes 

 
Artículo 11º. Secretarías técnicas de las Juntas Consultivas. La comunicación entre la junta 
consultiva y la empresa objeto de toma de posesión se instrumentará entre la secretaría técnica y el 
respectivo agente especial. Excepcionalmente la junta consultiva podrá pedir que cualquier empleado o 
contratista de la empresa objeto de toma de posesión participe en una de sus sesiones cuando lo 
considere necesario. 
Por esta razón, y como requisito sinequanon para que el Fondo Empresarial apoye con recursos a las 
empresas prestadoras de servicios públicos objeto de la medida de toma de posesión, el Fondo 
Empresarial tendrá la obligación de contratar una secretaría técnica para la junta consultiva. El costo de 
la contratación de la secretaría técnica será asumido por la respectiva empresa intervenida. 
La secretaría técnica tendrá la función de propender porque la junta consultiva disponga de información 
objetiva, completa y suficiente para el cumplimento de sus objetivos, y de coordinar, recopilar, almacenar 
las solicitudes de información, insumos y documentación que haga la junta consultiva a los directivos, 
funcionarios o empleados de la empresa intervenida.  
La empresa intervenida asume frente al Fondo Empresarial la obligación de suministrar a la secretaría 
técnica todos los documentos y explicaciones que la junta consultiva le pida para el cumplimiento de sus 
tareas dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a cada solicitud. Así mismo, tiene la obligación de 
permitir el ingreso de la secretaría técnica, o de sus funcionarios, a sus instalaciones y entregarle en un 
tiempo razonable toda la información que requiera éste en nombre de la junta consultiva. Para estos 
efectos, deberá instruir a sus funcionarios para que atiendan debidamente estos requerimientos 
Parágrafo. A partir de la entrada en vigor de esta ley, el Fondo Empresarial no está autorizado a hacer 
ningún desembolso a empresas en toma de posesión hasta tanto no esté funcionado la secretaría 
técnica a la que se refiere este artículo. 
 
Artículo 12º. Confidencialidad de la información. Los miembros de la junta consultiva y los 
funcionarios de la secretaría técnica se comprometerán a mantener confidencialidad de aquellos datos 
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concretos que por su naturaleza sean reservados, tales como los precios de compras de energía, pero 
la empresa de servicios públicos objeto de toma de posesión tendrá la obligación de publicar todas las 
actas de las reuniones de la junta consultiva un día después de que esta sea enviada por el respectivo 
secretario técnico. 

 
Artículo 13º. Cuestionarios de información financiera. Como requisito sinequanon para que el 
Fondo Empresarial apoye con recursos a las empresas prestadoras de servicios públicos objeto de la 
medida de toma de posesión, la empresa intervenida tendrá obligación de reportar al Fondo Empresarial 
los cuestionarios de información financiera de los siguientes funcionarios:  

1. El agente especial; 
2. El gerente de planificación, o quien haga sus veces; 
3. El gerente administrativo, o quien haga sus veces; 

4. El gerente financiero, o quien haga sus veces; 
5. Los miembros del comité de contratación al que se refiere esta ley; 

 
Parágrafo 1: Cada cuestionario de información financiera contendrá, como mínimo, las mismas 
preguntas y respuestas que están en el cuestionario de ingresos que responden los funcionarios públicos 
preparado por el Departamento Administrativo de la Función Pública, sin perjuicio de que el Fondo 
Empresarial requiera que se entregue información adicional. 
Parágrafo 2. Los cuestionarios deberán ser entregados con la firma del respectivo contrato de apoyo 
financiero y actualizados cada seis (6) meses. El incumplimiento de esta obligación implicará que el 
Fondo Empresarial no puede hacer ningún tipo de desembolso ni otorgar ningún tipo de garantía a favor 
de la empresa de servicios públicos en toma de posesión.  
Si alguna de las preguntas de cualquiera de los cuestionarios no es clara o no está respondida se 
entenderá que no se cumplió con la obligación por lo que el Fondo Empresarial no podrá hacer ningún 
tipo de desembolso ni otorgar ningún tipo de garantía a favor de la empresa de servicios públicos en 
toma de posesión hasta tanto no se subsane esta obligación. 
 
Artículo 14º. Principios de contratación de las empresas de servicios públicos objeto de la toma 
de posesión. Como requisito sinequanon para que el Fondo Empresarial apoye con recursos a las 
empresas prestadoras de servicios públicos objeto de la medida de toma de posesión, cada empresa 
que desee ser beneficiaria de estos recursos deberá implementar los siguientes principios en su 
respectivo manual de contratación: 
 

1. Principio de Transparencia. La respectiva empresa de servicios públicos domiciliarios deberá 
publicar en su página web su norma de contratación vigente actualizada al último día de cada 
mes, el procedimiento para homologación de nuevos oferentes incluyendo el trámite que debe 

surtir un interesado en ser proveedor para solicitar que se le homologue (en caso de que aplique), 
plan de compras vigente actualizado al último día de cada mes, aviso público en el que se invita 
a posibles interesados a participar de proceso de contratación que tengan un valor superior a 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Durante toda la vigencia del respectivo contrato de apoyo la empresa intervenida garantiza que 
mantendrá publicada en su página web, y que podrá ser consultada por cualquier ciudadano, la 
siguiente información de todos los contratos que tengan valor superior a quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes: (i) pliegos de condiciones o términos de referencia de cada 
proceso de contratación (incluyendo sus modificaciones y aclaraciones); (ii) propuestas de 
adjudicación; (iii) invitación, registro y actas de todas las reuniones individuales o colectivas que 
se lleven a cabo con interesados; (iv) contratos definitivos con sus respectivas modificaciones, 
(v) e informes de seguimiento.  

2. Principio de Selección Objetiva. Todas las decisiones relacionadas con la estructuración de los 
procesos de contratación y con el desarrollo de los mismos serán tomadas por la empresa objeto 
de la toma de posesión de forma objetiva e imparcial, con el único interés de satisfacer de manera 
justa y equitativa los intereses de la empresa y de garantizar la continuidad del servicio público 
a su cargo.  
En todos los procesos que inicie la empresa objeto de la toma de posesión con el fin de celebrar 
cualquier clase de contrato, su personal propenderá activamente por fomentar la competencia 
entre los posibles oferentes, para lo cual evitará establecer barreras u obstáculos innecesarios 
para participar en los mismos, o hacer exigencias sobre experiencia o sobre requisitos que no se 
justifiquen, o exigir documentos como condición para participar en los respectivos concursos que 
no sean indispensables para la selección objetiva de los contratistas.  
Cuando por las circunstancias especiales del caso la empresa objeto de la toma de posesión 
deba celebrar un contrato para adquirir cualquier bien o servicio sin que medie un concurso para 
seleccionar al correspondiente proveedor, deberá justificar lo pertinente en la respectiva 
propuesta de adjudicación, que en cualquier caso deberá ser publicada en su página web. 

3. Principio de austeridad. Los procesos de contratación de la Empresa deberán maximizar los 
recursos disponibles, por lo que no contratará ningún bien o servicio que no sea estrictamente 
necesario para garantizar la prestación del servicio público a su cargo. 

4. Principio de planeación. Los contratos cuyos valores a contratar sean superiores a cincuenta (50) 
de pesos moneda corriente que celebre la empresa objeto de toma de posesión deberán estar 
precedidos por estrategia de compras que incluirá como mínimo el objeto, vigencia, valor, análisis 
de mercado, proveedores convocados y cronograma dirigidos a garantizar la prestación del 
servicio público a cargo de la empresa. 

5. Principio de igualdad. La empresa no dará a ninguna persona prerrogativas o privilegios 
especiales para competir por sus contratos, ni preferencias en relación con el orden o las 
condiciones de los pagos que haga a cada contratista o grupo de contratistas, o con el tratamiento 
que les dé a los mismos, o con las decisiones que tome en relación con la ejecución de sus 
contratos.  

A todos los interesados en participar en los procesos de contratación de la empresa que cumplan 
con las condiciones necesarias para ser considerados en el respectivo proceso, la empresa les 
ofrecerá las mismas condiciones y oportunidades para competir, sin restringir arbitrariamente la 
participación de ninguno.  

6. Principio de trazabilidad y rendición de cuentas. Todas las actuaciones de la empresa en relación 
con la estructuración de los procesos de selección de contratistas, el desarrollo de los mismos, 
o la suscripción y ejecución de sus contratos, deberán quedar registradas por escrito y de manera 
digital en los expedientes correspondientes. 
Para cada uno de los procesos de contratación, la empresa llevará un expediente del proceso en 
donde consignará todos los documentos, actuaciones, comunicaciones y demás elementos 
relacionados con el respectivo proceso de contratación hasta la adjudicación del contrato. Así 
mismo, la empresa llevará un expediente en donde estarán todos los documentos, actuaciones, 
comunicaciones y demás elementos relacionados con cada uno de los contratos que suscriba, 
desde la adjudicación del contrato hasta la liquidación del mismo.  

7. Principio de integridad. La empresa tendrá la obligación de tomar las medidas necesarias, tanto  
en los términos de referencia de los procesos de contratación en que intervengan, como en los 
demás documentos pertinentes, para asegurar que todas las partes involucradas en los procesos 
de contratación y de pagos y en las inversiones de la empresa colaborarán con los agentes 
encargados de su vigilancia y control, con el fin de facilitar el control de estos procesos y las 
investigaciones que los agentes encargados decidan adelantar al respecto.  
Igualmente, se deberán incluir en los respectivos términos de referencia o invitaciones a 
participar de los procesos de selección -según corresponda-  procedimientos y controles dirigidos 
a evitar que los proponentes incurran en cualquiera de las siguientes prácticas: (i) Ofrecer, 
solicitar, acordar o transar cualquier clase de ventaja o de beneficio ilícito a cualquier funcionario 
de la empresa, o a sus proponentes o contratistas, con ocasión del proceso de contratación y de 
la ejecución de sus recursos y pagos; (ii) Influir indebidamente en la conducta de cualquier 
persona en relación con los procesos de contratación o en la ejecución de los recursos y los 
pagos de la empresa; (iii) Destruir, alterar, modificar u ocultar información o documentos de 
cualquier forma, o llevar a cabo cualquier otro acto que pueda obstruir las investigaciones que 
adelanten los agentes encargados de controlar los procesos de contratación y pagos de la 
empresa, o que tenga el propósito de hacerlo. 
En todo caso, en las minutas de los contratos que celebre la empresa siempre se deberá pactar 
que el contratista acepta las pautas establecidas el compromiso de integridad al que se refiere el 
artículo 6º de esta ley. Así mismo se expresará que si el respectivo contratista, en su calidad de  
participante en el proceso de contratación que se surtió para la celebración del correspondiente 
contrato, incurrió en cualquiera de las practicas mencionadas en este numeral, o en cualquier 
otra conducta delictiva, anticompetitiva o fraudulenta relacionada con la contratación de la 
empresa, o prometió o hizo pagos a cualquier funcionario de la empresa, directa o 
indirectamente, relacionados en cualquier medida o concepto con el proceso de contratación, o 
si prometió o hizo pagos por concepto de lobby o cabildeo para ese mismo fin, esto constituirá 
causal de terminación del contrato en cuestión por justa causa a favor de la empresa. 

Parágrafo 1: El fraccionamiento de contratos para efectos de eludir el cumplimiento de lo previsto en 
este artículo constituirá un incumplimiento grave de las obligaciones a cargo de la empresa objeto de 
toma de posesión en su respectivo contrato con el Fondo Empresarial. 
Parágrafo 2. Lo previsto en este artículo para efectos de transparencia no aplicará para los contratos 
de compra de energía en bloque.  
Parágrafo 3. A partir de la entrada en vigor de esta ley, el Fondo Empresarial no está autorizado a hacer 
ningún desembolso a empresas en toma de posesión hasta tanto no esté implementado un sistema de 
contratación que cumpla con los principios a los que se refiere este artículo. 
 
Artículo 15º. Comité de contratación. La empresa está en la obligación de conformar un comité 
interno de contratación que tendrá las siguientes obligaciones: 

1. Verificar que en los procesos de compras, contrataciones o inversiones de la empresa se 
cumplan los principios a los que se refiere la presente ley. 

2. Expedir los lineamientos para la estructuración de estudios previos o estrategias de compras de 
forma que se implementen mecanismos que fomenten la competencia en la adquisición de 
bienes y servicios por parte de la empresa. 

3. Emitir su concepto respecto de los estudios que soportan la selección de proveedores y 
contratistas que presente cualquier área de la empresa que participe en los procesos de 
compras, contrataciones o inversiones. 

4. Evaluar todas las modificaciones, en los contratos que celebre la empresa, y pronunciarse sobre 
los proyectos de modificación de los contratos de la empresa, antes de que las modificaciones 
respectivas sean acordadas. 

5. Hacer informes en los que expondrá su concepto, y podrá requerir cualquier documento 
relacionado con el proceso de planeación, celebración, ejecución y/o liquidación de los contratos 
de la empresa. 

6. Analizar y emitir recomendaciones sobre los asuntos en relación con los cuales el Agente 
Especial o el Fondo Empresarial, pidan su intervención. 

7. Llevar registro de todas sus reuniones y enviar todas las actas e informes de manera inmediata 
a la junta consultiva. 
 

Artículo 16º. Multas. El Fondo Empresarial deberá establecer y aplicar multas pecuniarias a las 
empresas de servicios públicos domiciliarios, por cada día de incumplimiento en cualquiera de las 
obligaciones establecidas en la presente ley o en los contratos que suscriba con empresas en toma de 
posesión. Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades individuales que asumen por ley los 
diferentes funcionarios frente a los órganos de control e investigación del Estado en relación con la 
buena administración de los recursos de los contribuyentes. 
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Artículo 17º. Régimen de transición. Lo establecido en esta ley también será aplicable a las 
empresas que a la entrada en vigencia de la presente Ley se encuentren en toma de posesión. Para 
estos efectos el Fondo Empresarial y los respectivos agentes especiales tendrán dos (2) meses a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley para cumplir con las obligaciones legales a las que se 
refieren estos artículos. Vencido este término el Fondo Empresarial no estará autorizado a hacer ningún 
desembolso o a otorgar ninguna garantía a empresas que no cumplan con lo establecido en esta ley. 

 
Artículo 18º. Mecanismos para prevenir la toma de posesión de empresas de servicios públicos 
domiciliarios. Inclúyase en la Ley 142 de 1994 el artículo 60A que tendrá el siguiente texto: 

 
“El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios podrá pedir a cualquier empresa de servicios 
públicos domiciliarios que de las explicaciones del caso cuando cuente con información que 
razonablemente pueda conducir a considerar: 

1. Que determinada empresa de servicios públicos no quiere o no puede prestar el servicio público 
con la continuidad y calidad debidas, siempre que la prestación sea indispensable para preservar 
el orden público o el orden económico, o para evitar perjuicios graves e indebidos a los usuarios 
o a terceros.     

2. Que, en forma grave, determinada empresa ha suspendido, o se tema que pueda suspender, el 
pago de sus obligaciones mercantiles.  

 
Si el Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios no considera que las explicaciones a las que 
se refiere el primer inciso del presente artículo son satisfactorias, podrá ordenar a sus accionistas que 
capitalicen la respectiva empresa, como medida cautelar para evitar que incurra en causal de toma de 
posesión, o para subsanarla. 
 
Parágrafo: Igualmente, en la medida en que no sea cumplida la orden de capitalización que imparta el 
Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios en desarrollo de lo establecido en el presente 
artículo, dicho Superintendente podrá ordenar a la asamblea de la respectiva empresa que ofrezca una 
emisión de acciones en el mercado, bajo el trámite y en las condiciones previstas en el artículo 19.10 de 
la presente ley, en las condiciones necesarias para prevenir o subsanar las situaciones a las que aluden 
los numerales 1 y 2 del presente artículo. 
El Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios podrá impartir la orden a la que se refiere el 
primer inciso de este parágrafo, o impartir una nueva orden si la oferta de acciones a la que se refiere el 
inciso anterior no hubiese sido suscrita de manera completa, aun después de la fecha de toma de 
posesión de la empresa de servicios públicos en cuestión. En este caso se entenderá que el respectivo 
agente especial tendrá para estos efectos las funciones de la asamblea de accionistas de la empresa y 
su junta directiva, además de las que tiene en su calidad de auxiliar de la justicia.  

El porcentaje que del capital de la respectiva empresa representarán las acciones suscritas bajo las 
ofertas públicas a la que se refiere el presente parágrafo será establecido con base en un estudio técnico, 
elaborado por una banca de inversión experta, que refleje el valor real de mercado de la misma antes 
de la nueva capitalización. La Nación podrá celebrar convenios con el Fondo Empresarial para la 
contratación de estos estudios con recursos públicos, y estará autorizada para otorgar las garantías y 
asumir los compromisos que fueren necesarios con el fin de facilitar dicha contratación”. 

Artículo 20º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.  

 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
GABRIEL SANTOS GARCÍA 
Representante a la Cámara por Bogotá 
 

 
CÉSAR LORDUY MALDONADO 
Representante a la Cámara por Atlántico  

PROYECTO DE LEY NÚMERO 579DE 2021 CÁMARA

 por medio del cual se crea la renta vida.

EL CONGRESO DE COLOMBIA  
 

DECRETA 
 
Artículo 1. Objeto. Se crea como política de Estado la Renta Vida como derecho de todo 
ciudadano colombiano mayor de edad residente en el territorio nacional, que consistirá en una renta 
monetaria mensual otorgada por el Gobierno Nacional, que será de carácter individual, 
incondicional, inalienable, imprescriptible e inembargable, y que a partir de la vigencia de la 
presente Ley será eje articulador de la política de gasto público social del Gobierno Nacional.  
 
Artículo 2. Principios. La renta vida se fundamenta en los siguientes principios:  
 

1. Individualidad: Será otorgada de manera individual y vitalicia.  
2. Incondicionalidad: Será otorgada independientemente del nivel de ingresos 
o de la condición laboral del ciudadano beneficiario. 
3. Universalidad: Será asignada de manera universal a todos los ciudadanos 
colombianos mayores de edad, residentes en el país.  
4.Inalienabilidad e inembargabilidad: No se podrá transferir, ceder, vender ni 
embargar.  

 
Artículo 3. Es facultad del Gobierno Nacional establecer el monto de la Renta Vida, que deberá 
ser por lo menos equivalente al umbral internacional de pobreza determinado por el Banco Mundial 
en el año de expedición de la presente Ley.  
 
Artículo 4. Es facultad del Gobierno Nacional establecer los Departamentos y Municipios o 
sectores sociales en los cuales iniciará la Renta Vida, al igual que las pautas, criterios y mecanismos 
que permitan su implementación de manera progresiva en todo el territorio nacional hasta alcanzar 
cobertura universal.  
 
Parágrafo 1. En el proceso de implementación de la Renta Vida el Gobierno Nacional priorizará 
la población registrada en el SISBEN.  
 
Parágrafo Transitorio: El Gobierno Nacional deberá iniciar el proceso de implementación de la 
Renta Vida desde la sanción de la presente Ley hasta garantizar la cobertura del 100% de la 
ciudadanía y del territorio nacional un término no superior a 12 años. 
 
Artículo 5. La Renta Vida será considerada como un ingreso gravable para efectos del Impuesto a 
la Renta de Personas Naturales, en las condiciones que establezca la Ley y el Ministerio de 
Hacienda. 
 
Artículo 6. Vigencia. La presente ley regirá desde su publicación y derogará las disposiciones que 
le sean contrarias.  
 
Cordialmente,  
 
 
                                                 
 

Alejandro Carlos Chacón Camargo 
Representante a la Cámara 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1. Introducción  
 

La lucha contra la pobreza es uno de los más urgentes escenarios de trabajo en cualquier gobierno 
del mundo. La pobreza genera inestabilidad social y riesgos para el desarrollo de cualquier plan de 
gobierno.  
En Colombia, las diversas formas de la pobreza, entendida como un fenómeno multidimensional, 
tienen una expresión crítica en la realidad de los ciudadanos que habitan tanto zonas urbanas como 
rurales en sus distintas conformaciones, desde zonas rurales aisladas (Caquetá, Guajira, Choco, 
Arauca, Vichada, Guainía) pasando por pequeños centros poblados hasta llegar a grandes ciudades 
(Bogotá, Cali, Medellín).  
 
Un elemento diferenciador importante en este aspecto es la disparidad entre centros poblados y 
zonas rurales. Para 2010 el Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) rural era el doble del de las 
cabeceras y en 2017 era tres veces más. (Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022).  
 

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 
 
Además de ello, en el caso del IPM también se observan amplias diferencias por categoría de 
ruralidad, en el que el IPM del rural disperso es un poco más de 3 veces mayor al de ciudades y 
aglomeraciones.  
 

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 

Otras categorías al interior del IPM que permiten observar en mayor detalle las diferencias urbano-
rurales y la notoriedad que adquieren en el panorama nacional de pobreza multidimensional son la 
Pobreza Monetaria y Monetaria Extrema, las cuales al examinarlas por categorías de ruralidad 
dejan ver que, en 2017, la pobreza monetaria en el rural disperso fue 2,3 veces la de las ciudades y 
aglomeraciones y en el caso de la pobreza monetaria extrema 5 veces más. (PND 2018, Pág. 146).  

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 

 
Tal como se hace evidente, la principal escisión que se da en Colombia en este aspecto surge entre 
lo rural y lo urbano, con particularidades propias a cada grupo, pero con efectos por igualmente 
preocupantes, tan acentuados que incluso encontramos sus consecuencias en la población 
catalogada como no pobre en ambos casos, como se muestra en la siguiente tabla:  
 

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 
 

Hay privaciones que son particularmente críticas entre los pobres pero que además también son 
altas entre los no pobres, como el bajo logro educativo, el rezago escolar y el empleo informal.  
 
También se observa que entre 2010 y 2017 las privaciones de empleo informal, bajo logro 
educativo, analfabetismo y trabajo infantil no presentaron disminuciones entre los pobres y que, de 
estas cuatro, las primeras dos contribuyeron con casi la mitad (46,7%) del IPM. (PND 2018, Pág. 
151)  
 
 
Por supuesto que este problema está lejos de ser homogéneo en términos administrativos y 
geográficos, pues en definitiva hay algunos departamentos en los que dichas dificultades saltan a 
la vista, como en Chocó y La Guajira. 

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 

Estos departamentos resaltan porque su brecha frente al promedio nacional fue la que más aumentó 
entre 2002 y 2017, especialmente en pobreza extrema. A 2017, Chocó tuvo 4,4 veces más pobres 
extremos frente al promedio nacional y La Guajira 3,6 veces más. En 2002 estas cifras fueron de 
1,8 para los dos departamentos. Esto viene acompañado del rezago en otros indicadores sociales, 
en particular, en mortalidad y desnutrición infantil (La Guajira, en particular, tiene la tasa más alta 
del país en ambos indicadores). (PND 2018, Pág. 147)  
 
Así pues, la pobreza es un problema que repercute en todos los ámbitos de la sociedad, puesto que 
sus manifestaciones alteran todo el escenario político y eco- nómico. En palabras de Eduardo 
Matarazzo Suplicy, economista y Ex senador de la República Federativa del Brasil “el hambre tal 
vez sea la más peligrosa de las fuerzas políticas, y la miseria, la causa fundamental de tantas 
revueltas” (Matarazzo Suplicy, 2002, pág. 4). Teniendo en cuenta este llamado se hace aún más 
relevante desarrollar una política pública que reduzca la pobreza y la desigualdad al tiempo que 
evite repetir los errores en la entrega de recursos a la población más desfavorecida.  
 
La organización de los subsidios de política social que en Colombia incluyen algunos programas 
de transferencias monetarias condicionadas, no cuenta con lineamientos que orienten su creación 
y funcionamiento, y en consecuencia no existe una lógica intersectorial de concurrencia, 
complementariedad y pertinencia en su formulación. (PND 2018, Pág. 154)  
 
Así, parte de la inexistencia de lineamientos se origina por la ausencia de información consolidada 
y de calidad que permita hacer seguimiento a su implementación, por la falta de definición de 
esquemas de evaluación que identifiquen los impactos y pertinencia. Sus procesos de focalización 
requieren depuración debido a que existe población no pobre beneficiaria de subsidios y, en 
algunos casos no hay acuerdos explícitos con los ciudadanos que aclaren las condiciones del 
subsidio, entre otros, los criterios de entrada, permanencia y salida, haciendo énfasis en que son 
ayudas temporales y no permanentes. (PND 2018, Pág. 154)  
 
En el documento “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022” el Departamento Nacional 
de Planeación reconoce que si bien programas para la reducción de la pobreza como Familias en 
Acción y Jóvenes en Acción han dado resultado importantes como el crecimiento del capital 
humano al interior de la población que es beneficiaria, no escapan de desfases en el momento de 
escoger con rigor a los ciudadanos que realmente necesitan ser su foco, dando lugar a subsidiar 
personas que no necesitan dichas ayudas, además de estar permeados por dinámicas clientelares. 
Esta situación se da principalmente porque no hay un inventario único de los subsidios sociales del 
Estado por lo cual no existe un costeo del gasto total destinado a ellos, volviéndose difuso, inexacto 
y por lo tanto difícil de fiscalizar. Así pues, la dinámica y cambio social que el país ha demostrado 
en los últimos años hace necesario rediseñar y ajustar estas intervenciones.  

 
Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 

Del cuadro anterior, publicado por el DNP, podemos sacar algunas conclusiones: la mayor parte 
de los 41 billones destinados a pago de pensiones en el Presupuesto de la Nación, van a parar 
mayoritariamente al quintil de ingresos más alto de la población, que recibe el 50,8% de las 
pensiones mientras que el más bajo obtiene apenas el 4,3%. 74% de las pensiones públicas se 
quedan en los dos quintiles superiores, que además resultan beneficiados del 39% de la asignación 
total de subsidios, si agregamos rubros correspondientes a educación, pensiones, salud, servicios 
públicos, vivienda e incluso atención a la pobreza y a la primera infancia. El 66.5% de los subsidios 
de vivienda los reciben los tres quintiles superiores.  
 
El sistema de asignación de gasto público social en Colombia es inoperante en la medida en que 
no redistribuye nada, puesto que la distribución del gasto acaba siendo igual para cada quintil que 
agrupa 20% de la población: 22.4% para el primer quintil, 19.9% para el segundo, para el tercero 
y el cuarto 18.8% cada uno, y 20.2% para el quinto. El resultado obvio es que en Colombia el 
índice de Gini es el mismo antes y después de la entrega de subsidios, pasando de 0.53 a 0.52, 
cuan- do en Reino Unido la variación es 0.56 a 0.32. En otras palabras, nuestro sistema no sirve 
sino para hacer favores clientelistas en la asignación del gasto, y aún más favores clientelistas 
mediante el reparto de cargos en la enorme burocracia de los programas sociales, que, considerados 
en su conjunto, sacan dinero de un bolsillo para pasarlo al otro, y cobran decenas de billones por 
esa intermediación inútil.  
 
Por lo pronto, el DNP insta al Gobierno Nacional a orientar la elaboración de un protocolo que 
sirva como herramienta para orientar y estandarizar la formulación de los subsidios sociales 
existentes y en proceso de creación, así como establecer los mecanismos para su seguimiento y 
evaluación. Dicho protocolo debe iniciar por construir el inventario de subsidios sociales y definir 
el mecanismo para evaluar la pertinencia e impacto de los subsidios existentes. (PND 2018, Pág. 
15923)  
 
En todo caso, si bien es cierto que todos los esfuerzos que apunten a la reducción y eliminación 
todas las formas de pobreza son plausibles, también es necesario entender que hay unos más 
eficaces, e incluso eficientes si se consideran los fallos en el actual esquema nacional.  
 
Como instrumento para llevar a cabo esta tarea, la Renta Básica Universal (RBU) se ha posicionado 
como una de las mejores iniciativas para la reducción de la pobreza en el ámbito mundial y una 
alternativa mucho mejor que los esfuerzos por mejorar los sistemas de focalización de subsidios, 
reemplazando criterios particularistas propios de la focalización, por el criterio de reparto universal, 
como garantía de acceso a un derecho a participar de la riqueza nacional que se asume a la vez 
como condición y como derecho de ciudadanía, en una categoría idéntica a como se distribuye el 
derecho universal al sufragio, que es propio también de la condición de ciudadanía. Según este 
criterio, lo recomendable no es afinar los métodos de focalización, como recomienda el DNP, sino 
lentamente eliminar los criterios particularistas de focalización y reemplazarlos por la asignación 
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universalista de la Renta Vida.  
 
Se trabajó en esta propuesta reconociendo que esta problemática reviste un carácter 
multidimensional. Así, “si el objetivo es erradicar el hambre y la miseria, es preciso comprender 
que la persona pobre necesita algo más que matar el hambre.  
 
Si está haciendo frío, necesita comprar un abrigo o un cobertor. Si las tejas o la puerta de la casa 
están dañadas, es necesario repararlas. Si un hijo cayó enfermo hay que comprar un remedio 
urgentemente” (Suplicy, 2002: 23). Se deben resolver ciertas necesidades fundamentales básicas 
que no siempre se solucionan con la entrega de un bono, sino que requieren dinero en efectivo, 
para que cada quien, de manera libre, tenga una capacidad básica para ir al mercado en procura del 
bien que satisfaga su necesidad, que cada ciudadano conoce sin que el Estado se la predetermine.  
 
2. Definición de la Renta Básica Universal  
 
La renta básica es definida por algunos autores y por la Red Renta Básica como “un ingreso pagado 
por el Estado a cada miembro de pleno derecho de la sociedad, incluso si no quiere trabajar de 
forma remunerada, sin tomar en consideración si es rico o pobre o, dicho de otra forma, 
independientemente de cuales sean las otras posibles fuentes de renta, y sin importar con quien 
conviva” (Raventós, 2002, pág. 225).  
 
Programas basados en estas propuestas han sido implantados parcialmente en países cercanos como 
Argentina y Brasil. Por otro lado, países como Canadá garantizan una renta universal para la 
población que supere los 65 años, igual que el Distrito Federal de México.  
 
Este programa también tiene un impacto en la redistribución de la riqueza, ya que la RBU es 
también “un mecanismo de distribución de la renta por el cual se proporciona a cada persona, por 
derecho de ciudadanía, una renta suficiente para cubrir sus necesidades básicas, y sin necesidad de 
estar condicionada por el mercado de trabajo, ni por el volumen de ingresos” (Iglesias, 2003: 15).  
 
Teniendo en cuenta estas definiciones, la presente exposición de motivos busca ubicar tres 
elementos fundamentales para la consideración del proyecto de ley adjunto: el primero de éstos es 
una base económica bajo la cual se expone que la creación y puesta en funcionamiento de la RV 
puede ayudar a reducir la pobreza y la desigualdad sin repetir errores derivados de la entrega de 
subsidios que fomenten dinámicas clientelares, al tiempo que estimula el mercado interno y 
fomenta un fortalecimiento de las dinámicas de consumo.  
 
En segundo lugar, se realiza una presentación sobre los principios políticos y éticos que se asumen 
en la ejecución de esta política, y finalmente se ubican una serie de compromisos internacionales 
que pueden verse cumplidos con la puesta en marcha de la política, en tanto que ésta puede ayudar 
a cumplir los objetivos allí definidos.  
 
3. Impacto económico  
 
Así pues, en términos del impacto económico de la propuesta, es claro que la construcción y puesta 
en práctica de la Renta Vida puede considerarse como una prioridad teniendo en cuenta que en 
Colombia existe una dinámica de desigualdad económica patente. Como muestra de lo anterior, el 
coeficiente de Gini está en 0.53, lo cual ubica al país como el segundo más inequitativo de América 
Latina después de Honduras (0.537), y el séptimo en el mundo, de acuerdo con cifras del Banco 
Mundial.  
 
La desigualdad no es solo un problema de enunciación, también tiene consecuencias económicas. 
Como afirma la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) “Se estima 
que el aumento de la desigualdad ha reducido más de 10 puntos porcentuales de crecimiento en 
México y Nueva Zelanda en las últimas dos décadas hasta la Gran Recesión (2008-2010). En Italia, 
el Reino Unido y los Estados Unidos, la tasa de crecimiento acumulativo habría sido de seis a 
nueve puntos porcentuales mayor si no se hubieran ensanchado las disparidades de los ingresos. 
Por otro lado, una mayor igualdad ayudó a incrementar el PIB per cápita en España, Francia e 
Irlanda antes de la crisis.” (OCDE, 2014).  

 
Fuente: Gonzáles, Jorge Iván. “Los subsidios sociales en Colombia” Razón Pública. 2017. 

El gráfico anterior muestra con claridad la ineficacia de los subsidios en Colombia. Antes y después 
de entregados, la desigualdad es idéntica. En cambio, en Reino Unido, después de la asignación de 
subsidios el índice de Gini varía significativa- mente, pasando de 0,56 a 0,32, registrando una 
variación de 0,24.  
 
La propuesta de construcción de una RV podría reducir la desigualdad por medio del 
establecimiento del mecanismo de entrega a cada adulto colombiano de un recurso mensual, 
equivalente al umbral internacional de pobreza del Banco Mundial (1,90 USD por día). La entrega 
de este recurso garantizaría que la población adulta se alejara de ese umbral, y que las familias 
pudieran mejorar su situación con base en este apoyo.  
 
Esta renta se entregaría bajo criterios individuales (a cada adulto, no por familias), de universalidad 
e incondicionalidad. Así, se estaría también atacando una problemática que se ha generado con el 
establecimiento de subsidios en Colombia: el clientelismo. Debido a que esta propuesta contendría 
en su plena aplicación al total de población adulta del país, no habría espacio para la constitución 
de redes de favores políticos derivados del compromiso de algún empleado del Estado con intereses 
particulares. De esta forma, la RV también lograría distribuir de forma más equitativa los subsidios.  
 
Se propone entregar este beneficio en dinero, ya que “propicia mucha más eficiencia, grado de 
libertad, menor posibilidad de desvíos y economía de tiempo para las personas” (Eduardo Suplicy, 
2002, pág. 25).  
 
La propuesta de constitución de una RV para Colombia tiene un amplio soporte académico y ha 
sido analizada por varios expertos que han concluido su viabilidad financiera.1 
 
Varias fuentes de financiación podrían aumentar el recaudo para poner en práctica este proyecto 
de ley. En primer lugar, se debe reorientar el gasto actual. En segundo lugar, más adelante, a medida 
que así lo obligue la ampliación de la cobertura de la Renta Vida hasta alcanzar su universalidad, 
se debería realizar una re- forma tributaria estructural encaminada a aumentar en un 5% el recaudo. 
Esta reforma definiría una serie de impuestos progresivos orientados a afectar a la población con 
mayor riqueza. Adicionalmente, se contaría con fondos provenientes del impuesto al patrimonio a 
personas naturales con mayor ingreso, así como de impuestos sobre dividendos y remesas al 
exterior. Además, según reza el artículo 5o del Proyecto de Ley, “la Renta Vida será considerada 
como un ingreso gravable para efectos del Impuesto a la Renta de Personas Naturales, en las 
condiciones que establezca la Ley y el Ministerio de Hacienda”, lo que permitiría, si así lo decide 
el Gobierno Nacional, que los ciudadanos declarantes de mayores ingresos retornaran la RV al 
Fisco.  
                                            
1 Sobresalen, entre otros:  
 
Hernández Lozada, Diego. (2005). La Universalidad como Fundamento para el Diseño de la Política Social. Universidad Nacional 
de Colombia. Facultad de Economía. Tesis de Doctorado.  
 
César Ferrari, Jorge Iván González, Et. Al. (2017) “Sobre la Reforma Tributaria Estructural que se requiere en Colombia”. Revista 
de Economía Institucional, vol. 19, No. 36, primer semestre/2017, pp. 149-174.  

Según la OCDE, mientras que en 2014 el recaudo tributario en Colombia era 20,3% del PIB, la 
tasa latinoamericana promedio era 21,7% y en los países de la OCDE, 34,4%. Sin duda hay que 
aumentar el recaudo y hay mucho espacio para hacerlo. En el 2017 el PIB fue de $714 billones y 
recaudo solo de $142 billones, lo que corresponde al 20% del PIB. Con la propuesta de aumentar 
tan solo 5% este recaudo, se elevará a $178 billones, unos $36 billones adicionales, y todavía 
estaríamos lejos del promedio OCDE.  
 
La estabilidad financiera del proyecto también puede garantizarse a partir de una implantación 
gradual de la RV. Bajo esta lógica, el proyecto se implementaría primero en las zonas más apartadas 
del país, allí donde se detecten mayor cantidad de población afectada por la pobreza.  
 
De acuerdo a ello se debe reconocer cuales son los departamentos con una mayor afectación de 
Pobreza Monetaria entre sus habitantes y la cantidad de ciudadanos beneficiarios mayores de edad.  
 

  
Datos tomados de: DANE “Pobreza Monetaria y Multidimensional en Colombia 2017”. 13 

Cuadro elaboración propia. 
 
Como se muestra en la anterior tabla, son estos los 14 departamentos más pobres del país, donde 
la pobreza es superior al promedio nacional de 26,9%, en algunos de los cuales la RV podría iniciar 
su implementación a manera de plan piloto, como por ejemplo en Caquetá, Chocó, Sucre y La 
Guajira, en donde habita la menor cantidad de habitantes mayores de 18 años, característica que 
los hace ideales si se considera el monto de la inversión inicial por parte del Estado2. De esta 
manera en la medida en la que se definan los recursos para el desarrollo del programa, el mismo se 
irá ampliando para cubrir una mayor población.  
 
4. Impacto social y político  
 
En términos sociales y políticos la puesta en marcha de la RBU representaría un avance inmenso 
en materia de reconocimiento de derechos de ciudadanía. Es un cambio en el nivel más básico de 
tratamiento a los ciudadanos colombianos. El principio que sustenta esta propuesta es el 
reconocimiento de un elemento ético: “lo que se ha de legitimar es el derecho a la existencia, no el 
derecho al trabajo, porque (...) en tanto que individuos, no nacemos con derecho a trabajar, sino 
con el derecho a la existencia” (Raventós, 2002, pág. 232).  
 
Bajo esta idea, la RBU es vista por algunos autores como un desarrollo de ideas internacionales 
ampliamente reconocidas y con las que el Estado colombiano se ha comprometido en varias 
                                            
2 Si atendemos a toda la población adulta de los 14 departamentos más pobres, con una RBU mensual de $183,180 se 
necesitarían $26 billones de pesos anuales de 2018 aproximadamente.  

ocasiones, tales como las enunciadas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. De 
acuerdo con Raventós, “de esos derechos se desprende que la especie humana ha decidido que la 
vida es sagrada o, dicho en términos más laicos, que todos los miembros de la especie humana 
tienen un derecho incondicional a la vida. Si esto es así, entonces las estructuras sociopolíticas 
deberían garantizar esos derechos, porque todo derecho genera deberes correlativos. Y para 
garantizar ese derecho, parece claro que no se puede -si es un derecho incondicional- condicionar 
la asignación de recursos, al menos de una cierta cantidad de recursos necesarios para la vida, a 
ningún tipo de iniciativa, de acción o de prestación por parte del individuo” (Raventós, 2002, págs. 
233-234).  
 
Así pues, la RV contribuye a reconocer que en tanto que humanos tenemos derecho a existir, y que 
el Estado debe garantizar al menos el mínimo necesario para el desarrollo de este derecho. De esta 
forma, se cumple incluso con el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia, que establece 
que “el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados”.  
 
En línea con lo anterior, la RV promueve la consideración del reconocimiento de la construcción 
colectiva de la riqueza, entendiendo que hay eslabones de la cadena de producción que no son 
remunerados, a pesar de que son trabajo. Este es el caso del trabajo doméstico, por ejemplo. Si se 
permite en la Constitución que una persona que posee un capital o patrimonio reciba en forma de 
alquileres, intereses o ganancias algún rendimiento a pesar de no haberlo trabajado, también se 
puede permitir que se asegure para la población más pobre un rendimiento por el trabajo que 
realiza, del cual surge también riqueza que no es aprovechada por ella.  
 
Adicionalmente, la RBU da pie para la promoción de independencia socioeconómica. Es bien 
sabido que la dependencia económica tiene graves implicaciones en el desarrollo de la vida de los 
ciudadanos, y que de hecho es una de las principales disputas en el campo del reconocimiento de 
derechos y de garantías de igual trato en el ámbito de género. Por esta razón, garantizarle a toda la 
población adulta un ingreso fijo puede contribuir a debilitar esas relaciones de dependencia. En 
otros términos “la instauración de una renta básica, legalmente garantizada (y mejor aún, 
constitucionalmente), dotaría de un derecho de existencia que añadiría alcance e intensidad a la 
libertad como no-dominación” (Raventós, 2002, pág. 244).  
 
En tercer lugar, las implicaciones sociales incluso trascienden al ámbito laboral. El establecimiento 
de una RBU fomentaría el trabajo a tiempo parcial, permitiendo reducir las tasas de desempleo y 
liberando tiempo que la población económica- mente activa puede utilizar en consumo, o en 
actividades de realización personal. Al mismo tiempo, permitiría que los trabajadores decidan con 
mayor libertad sobre qué puestos de trabajo aceptar. Además, el establecimiento de esta propuesta 
podría mejorar indirectamente las condiciones de empleabilidad ya que se les da- ría mayor fuerza 
negociadora a los trabajadores. (Raventós, 2002, pág. 249). La reducción del desempleo conllevaría 
en este escenario “una mayor demanda de trabajadores en el mercado de trabajo y, por tanto, mayor 
presión al alza sobre los salarios” (Suplicy, 2002, pág. 14).  
 
5. Cumplimiento frente a escenarios internacionales  
 
La puesta en práctica del modelo propuesto en este proyecto de ley puede contribuir al 
cumplimiento de varios compromisos y apuestas en los que el Estado colombiano se encuentra 
inmerso. Tal es el caso de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Organización de Naciones 
Unidas, que son comprendidos como “un llamado universal a la adopción de medidas para poner 
fin a la pobreza, proteger el planeta y garantizar que todas las personas gocen de paz y prosperidad.” 
(Naciones Unidas, 2018).  
 
Esta entidad ubicó un total de diecisiete (17) objetivos, en los que la puesta en marcha de la RV 
contribuiría con al menos cuatro (4) de forma directa: fin de la pobreza, hambre cero, trabajo 
decente y crecimiento económico, reducción de las desigualdades.  
 
La adopción por parte del Congreso de la República de este proyecto de ley podría conllevar a la 
inclusión de la RV en los mecanismos que el Estado ha desarrollado para el cumplimiento de estos 
objetivos, como es el caso del CONPES 3918 “Estrategia para la Implementación de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) en Colombia”. De esta forma, Colombia podría cumplir ante la 



Página 14	 Lunes, 26 de abril de 2021	 Gaceta del Congreso  325

PROYECTO DE LEY NÚMERO 580 DE 2021 CÁMARA

 por medio de la cual se dispone que se entone o se escuche el Himno Nacional en las Ceremonias  
de Carácter Público.

ONU, que concluye que “reducir la pobreza y erradicarla es por tanto una obligación de todas las 
sociedades.” (Naciones Unidas, 2018).  
 
De acuerdo con lo planteado, la implementación de una RV en Colombia puede reportar un sin 
número de beneficios en el desarrollo de las políticas públicas, así como una mejora sustancial en 
la calidad de vida de la población más pobre del país, al tiempo que reconoce de forma activa 
derechos a un sector que ha sido invisibilizado históricamente y se generan condiciones para un 
desarrollo económico orientado hacia la igualdad y la sostenibilidad.  
 
6.Conclusión  
 
La implementación de la Renta Vida sería el punto de partida de la reorganización del gasto social 
colombiano. No reemplazaría el esfuerzo por universalizar la cobertura en salud y educación en 
todos los niveles, sino su complemento. La Renta Vida eliminaría subsidios mal focalizados por el 
clientelismo, pero no afectaría ayudas en especie a la primera infancia, como los PAE y programas 
del ICBF.  
 
Razones fiscales obligan a que la Renta Vida no pueda ser universal en su inicio, pero puede escalar 
de varias formas hasta tener cobertura plena. Por ejemplo, si tomamos Chocó, La Guajira y 
Caquetá, tres de los departamentos más pobres, e iniciamos en ellos la Renta Vida, nos costaría 
anualmente $2,8 billones. Si aten- demos a toda la población adulta de los departamentos más 
pobres, los que se encuentran por debajo del promedio nacional de pobreza de 29.9%, la Renta 
Vida costaría cerca de $26 billones de pesos anuales, menos los reintegros a través de los 
declarantes de renta. Mediante planes quinquenales podrían agregarse nuevos departamentos a la 
Renta Vida. Para otorgar Renta Vida a todas las mujeres colombianas adultas, se necesitarían $39 
billones de pesos menos los reintegros de RV a través de las declarantes de renta.  
 
Muchos dirán que el dinero no alcanza para financiar la Renta Vida. Eso es falso. Sí hay recursos, 
que hoy están mal focalizados y mal gastados. Claro que se necesita un moderado esfuerzo 
tributario progresivo. Mientras en 2014 el recaudo tributario en Colombia era 20.3% del PIB, la 
tasa latinoamericana era 21.7% y en los países OCDE 34.4%. En el 2017 el PIB fue de $714 
billones, y el recaudo de $142 billones, lo que corresponde al 20% del PIB. Si lo aumentamos tan 
solo 5%, se elevaría a $178 bill., unos $36 bill. adicionales, y todavía estaríamos lejos del promedio 
OCDE. Eso, junto con la eliminación de programas y entidades que gas- tan nuestros impuestos de 
manera ineficiente y clientelista, más los reintegros al fisco que harían los declarantes de renta, nos 
bastarían para tener en Colombia la Renta Vida y ser pioneros en el mundo en desarrollo de una 
revolución en la asignación del gasto social que hará a los colombianos más libres, y al estado más 
pequeño y más eficiente.  
 
Premios Nobel de economía como Milton Friedman, James Tobin, Herbert Simon y Robert Solow 
han defendido ideas semejantes a la Renta Vida, porque han considerado que los aportes 
monetarios universales y no condicionados son preferibles a sistemas de subsidios focalizados e 
intermediados por una costosa burocracia pública, porque finalmente es cada persona, en uso de su 
libertad, la que debe tener garantizada la capacidad de ir al mercado con una Renta Vida que le 
permita adquirir con total libertad, la satisfacción de sus necesidades básicas.  
 
 
Cordialmente,  
 
 

 

 
Alejandro Carlos Chacón Camargo 

Representante a la Cámara 
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“EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

 
DECRETA” 

 
ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente ley tiene por objeto establecer que se entone 
o se escuche el himno nacional en las ceremonias de carácter público, con el fin de 
contribuir al fortalecimiento de la identidad nacional. 
 
ARTÍCULO 2º. OBLIGATORIEDAD DE INTERPRETAR O ESCUCHAR EL HIMNO 
NACIONAL. En las ceremonias de carácter público que se celebren en las oficinas 
de todas las Ramas, órganos y entidades del Poder Público y sus entidades 
adscritas y vinculadas, y las oficinas que representen al país en el exterior, se 
deberá interpretar o escuchar el coro y las primeras cuatro (4) estrofas del himno 
nacional. 
 
PARÁGRAFO. Al comienzo de toda sesión plenaria y de comisión del Senado de 
la República, Cámara de Representantes, Asambleas Departamentales, Concejos 
Municipales y Juntas Administradoras Locales, se deberá escuchar las notas del 
himno nacional con la interpretación del coro y las primeras cuatro (4) estrofas. 
 
ARTÍCULO 3º. VIGENCIA. Esta Ley rige a partir de su sanción y publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 
1. OBJETO 
 
La presente ley tiene como objeto establecer que se entone o se escuche el himno 
nacional en las ceremonias de carácter público, con el fin de contribuir al 
fortalecimiento de la identidad nacional. 
 
 
2. ARTICULADO  
 
El proyecto de ley contiene 3 artículos incluyendo el que corresponde al de vigencias 
y derogatorias, delimitados de la siguiente manera: 
 
Artículo 1º: Objeto 
Artículo 2º: Obligatoriedad de interpretar o escuchar el himno nacional 
Artículo 3º: Vigencia y derogatorias. 
 
 

3. CONTEXTO 
De acuerdo con el sitio web de la Presidencia de la República “El Himno nacional 
de la República de Colombia es la composición musical patriótica que representa al 
país y que, junto con la bandera y el escudo, tiene la categoría de símbolo patrio”.i  
También menciona que, “La letra del himno está compuesta por un coro y once 
estrofas, fue escrita por el presidente Rafael Núñez originalmente como una oda 
para celebrar la independencia de Cartagena. La música fue compuesta por el 
italiano Oreste Síndici a instancias del actor José Domingo Torres, durante la 
presidencia de Rafael Núñez y presentada al público por primera vez el 11 de 
noviembre de 1887”ii 
 
 

4. LETRA DEL HIMNO NACIONALiii 
 
CORO 
 
¡Oh gloria inmarcesible! 
¡Oh júbilo inmortal! 
¡En surcos de Dolores 
el bien germina ya! 

ESTROFAS 
 
I 
¡Cesó la horrible noche! 
La libertad sublime 
derrama las auroras 
de su invencible luz. 
La humanidad entera, 
que entre cadenas gime, 
comprende las palabras 
del que murió en la cruz. 
 
II 
"¡Independencia!" grita 
el mundo americano; 
se baña en sangre de héroes 
la tierra de Colón. 
Pero este gran principio: 
"El rey no es soberano", 
Resuena, y los que sufren 
Bendicen su pasión. 
 
III 
Del Orinoco el cauce 
se colma de despojos; 
de sangre y llanto un río 
se mira allí correr. 
En Bárbula no saben 
las almas ni los ojos, 
si admiración o espanto 
sentir o padecer. 
 
IV 
A orillas del Caribe 
hambriento un pueblo lucha, 
horrores prefiriendo 
a pérfida salud. 
¡Oh, sí! De Cartagena 
la abnegación es mucha, 
y escombros de la muerte 
desprecia su virtud. 

V 
De Boyacá en los campos 
el genio de la gloria 
con cada espiga un héroe 
invicto coronó. 
Soldados sin coraza 
ganaron la victoria; 
su varonil aliento 
de escudo les sirvió. 
 
VI 
Bolívar cruza el Ande 
que riega dos océanos; 
espadas cual centellas 
fulguran en Junín. 
Centauros indomables 
descienden a los Llanos, 
y empieza a presentirse 
de la epopeya el fin. 
 
VII 
La trompa victoriosa 
en Ayacucho truena; 
y en cada triunfo crece 
su formidable son. 
En su expansivo empuje 
la libertad se estrena, 
del cielo americano 
formando un pabellón. 
 
VIII 
La Virgen sus cabellos 
arranca en agonía 
y de su amor viuda 
los cuelga del ciprés. 
Lamenta su esperanza 
que cubre losa fría, 
pero glorioso orgullo 
circunda su alba tez. 
IX 

La patria así se forma, 
Termópilas brotando; 
constelación de cíclopes 
su noche iluminó. 
La flor estremecida, 
mortal el viento hallando, 
debajo los laureles 
seguridad buscó. 
 
X 
Mas no es completa gloria 
vencer en la batalla, 
que el brazo que combate 
lo anima la verdad. 
La independencia sola 
al gran clamor no acalla; 
si el sol alumbra a todos, 
justicia es libertad. 
 
XI 
Del hombre los derechos 
Nariño predicando, 
el alma de la lucha 
Profético enseñó. 
Ricaurte en San Mateo 
en átomos volando, 
"Deber antes que vida", 
con llamas escribió. 

IV. SIGNIFICADO DEL HIMNO NACIONAL 

Andrea Imaginario, Especialista en Artes, Literatura Comparada e Historia, en el 
block –Cultura Genial-, trae la siguiente explicación del coro y las estrofas de 
nuestro himno nacionaliv: 

Coro 

El coro del himno proclama la gloria inagotable de la libertad que brota tras la lucha. 
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I estrofa 

En la primera estrofa, compara la libertad con la luz que se abre paso en la 
penumbra, evocando la familiaridad con las palabras liberadoras que Jesucristo 
ofreció a los condenados de la Tierra. La referencia religiosa atiende a una época 
en la cual el cristianismo juega un papel cultural importante. 

II estrofa 

La segunda estrofa hace referencia a la gesta independentista que se llevó a cabo 
en toda América, animada por el deseo de formar repúblicas modernas, es decir, 
con separación de poderes. 

III estrofa 

La tercera estrofa evoca las batallas que enfrentaron los héroes de la causa, 
haciendo mención especial de Bárbula, donde murió EL neogranadino Girardot. La 
vasta naturaleza es testigo del sacrificio incuantificable de los héroes de la patria, 
que murieron en el cruce del río Orinoco. 

IV estrofa 

La cuarta estrofa representa el difícil momento del asedio español a Cartagena, 
llevado a cabo entre el 26 de agosto y el 06 de diciembre de 1815, bajo la 
comandancia de Pablo Morillo. En una situación de pobreza extrema y enfermedad, 
el pueblo resistió el asedio por 106 días hasta verse obligado a la rendición. 

V estrofa 

La quinta estrofa alude a la batalla de Boyacá realizada el 7 de agosto de 1819 en 
el cruce del río Teatinos, Tunja, cuya victoria selló el triunfo de la llamada Campaña 
Libertadora de Nueva Granada. 

VI estrofa 

La sexta estrofa versa sobre el papel de Simón Bolívar en la Campaña Libertadora 
de Nueva Granada y describe de forma suscita las batallas que fue ganando en el 
continente, entre ellas las de Junín. La expresión centauro, seres mitológicos mitad 
hombres, mitad caballos, se usa para referir el heroísmo de la caballería 
independentista que atravesó triunfante el paso de los Andes. 

 
VII estrofa 

La séptima estrofa brinda homenaje a la batalla de Ayacucho, Perú, librada el 9 de 
diciembre de 1824. En esta fueron fundamentales las comandancias de Antonio 
José de Sucre y José María Córdova por la Gran Colombia, amén de José de La 
Mar y Agustín Gamarra por Perú. 

VIII estrofa 

Apelando a la imagen de la Virgen dolorosa, la octava estrofa se refiere a las 
mujeres que lloran la muerte de sus soldados, esposos o hijos, y que al mismo 
tiempo llevan el orgullo de la causa independentista. 

IX estrofa 

La novena estrofa es una metáfora del llamado combate de Paya, Termópilas de 
Paya o Fuerte de Paya, que ocurrió el 27 de junio de 1819. La palabra Termópilas 
alude a la historia de la Antigua Grecia, cuando los griegos se enfrentaron al Imperio 
persa en el famoso paso de las Termópilas. 

X estrofa 

La décima estrofa hace una exhortación a luchar por una república basada en la 
justicia y la libertad para todos los connacionales, al comprender que la victoria 
militar y la independencia política no son, en sí mismas, una gloria completa. 

XI estrofa 

La undécima y última estrofa rinde tributo al general Antonio Nariño, considerado 
precursor de la independencia colombiana y un visionario de los derechos humanos. 
el neogranadino Nariño fue el encargado de traducir los derechos del hombre y del 
ciudadano aprobados por la Asamblea Nacional de Francia durante la Revolución, 
lo que motivó su captura en tierras colombianas por casi 16 años. 

La estofa refiere también al prócer Antonio Ricaurte quien luchó por la 
independencia de Nueva Granada y se inmoló en la batalla de San Mateo, llevada 
a cabo entre el 28 de febrero y el 25 de marzo de 1814. 

 
5. MARCO JURSIPRUDENCIAL Y LEGAL 

 
5.1. Marco jurisprudencial 
 

En la Sentencia C-469 de 1997 el Alto Tribunal Constitucional sobre el significado 
de los símbolos patrios anoto: 

  
“Los símbolos patrios -la bandera, el escudo y el himno- son la 
representación material de toda una serie de valores comunes a una Nación 
constituida como Estado. Por ello, estos símbolos se han considerado 
siempre como objeto del respeto y la veneración de los pueblos que 
simbolizan. Y por ello, también, la mayoría de las legislaciones del mundo los 
protegen, y sancionan su irrespeto como falta grave, a veces como delito”v. 

 
Y también se refiere a su tratamiento como patrimonio cultural de la Nación y no 
como norma de derecho positivo: 

 
“El Himno Nacional es una composición poético-musical cuyo sentido es 
honrar personajes y sucesos históricos, que contribuyeron al surgimiento de 
la nación colombiana. Su inspiración lírica, propia de la época de su 
composición, no adopta un contenido normativo de carácter abstracto que 
obligue a su realización por el conglomerado social. Materialmente, no crea, 
extingue o modifica situaciones jurídicas objetivas y generales; su alcance no 
es propiamente jurídico y, por tanto, no va más allá del significado filosófico, 
histórico y patriótico expresado en sus estrofas. El Himno, como símbolo 
patrio, constituye desde hace más de un siglo, parte del patrimonio cultural 
de la Nación, patrimonio que, por lo demás, goza de la protección del Estado, 
No tiene en sí mismo fuerza vinculante como norma de derecho positivo. A 
nadie obligan, pues, sus estrofas, y pretender lo contrario es caer en el 
absurdo”vi. 

 
5.2. Marco Legal 
 
Por considerar que ya se ha establecido una línea del tiempo respecto al protocolo 
del himno nacional, relacionamos la siguiente relaciónvii: 

 Artículos 10 y 11 del decreto 1967 del 15 de agosto de 1991.El himno 
nacional se autoriza tocar en actos oficiales que revistan un carácter 
patriótico, al izar y arriar la Bandera de Colombia, al rendir honores 
al Santísimo Sacramento, y en eventos educativos y certámenes deportivos. 
También está autorizado entonarlo con o sin acompañamiento musical por la 
ciudadanía en general. 

 Decreto 91 del 21 de enero de 1942, en las instituciones educativas del país 
solo se permite entonar himnos patrióticos colombianos, con excepción de 
ceremonias especiales en honor de países amigos que se realicen en el 
plantel. 

 Decreto 1722 del 16 de julio de 1942, todas las escuelas deben iniciar sus 
tareas el primer lunes de cada mes con un acto breve pero solemne durante 
el cual se ice el Pabellón de la Patria a los acordes del himno nacional, 
entonado por toda la comunidad. 
De acuerdo con el Manual del Protocolo del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, para la presentación de las credenciales de un nuevo embajador 
la interpretación del himno nacional le corresponde a la Banda de Músicos 
del Batallón Guardia Presidencial. 

 Se oficializó a través de la ley 33 del 18 de octubre de 1920.4 El músico José 
Rozo Contreras revisó las partituras y preparó las transcripciones para la 
banda sinfónica, la cual fue adoptada como versión oficial mediante el 
decreto 1963 del 4 de julio de 1946.  

 Para la adopción del himno nacional, el representante a la Cámara por el 
departamento de Nariño, Sergio Burbano, presentó el proyecto de ley el 9 de 
agosto de 1920. El proyecto fue aprobado en el debate de la comisión de 
instrucción pública y posteriormente por la plenaria del Congreso de la 
República oficializándolo por la ley 33 del 18 de octubre de 1920, la cual fue 
sancionada por el presidente Marco Fidel Suárez.  

 Con el paso del tiempo aparecieron diferentes versiones del himno. 
El Ministerio de Educación Nacional, con el ánimo de unificar los criterios 
designó en 1946 una comisión integrada por expertos. Como resultado de 
esta investigación, el gobierno expidió el decreto ejecutivo número 1963 del 
4 de julio de 1946 señalando que las partituras oficiales y las transcripciones 
para orquesta sinfónica del himno realizadas por el músico 
nortesantandereano José Rozo Contreras en 1933 son las más fieles a las 
originales escritas por Oreste Síndici.29 Desde entonces, esta versión fue 
adoptada oficialmente.16 Durante el gobierno de Belisario Betancur se 
autorizó a los sanandresanos a cantar una versión del himno en inglés y a 
los pueblos indígenas cantar la versión en sus propios idiomas. 
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 El decreto 3558 del 9 de noviembre de 1949 que aprueba el «Reglamento de 
Servicio de Guarnición» es la primera norma de protocolo que fija las 
ocasiones en las cuales debe entonarse el himno.31 La ley 12 del 29 de 
febrero de 1984 ratificó en su artículo 4° la vigencia del himno nacional de 
Colombia. 

 La Ley 198 del 17 de julio de 1995, la cual legisla los símbolos nacionales, 
convirtió en obligatoria su difusión en todas las emisoras de radio 
y televisión del país tanto a las 6:00 h como a las 18:00 h (este último medio, 
en horario variado para los privados de señal abierta y no aplicable a canales 
nacionales de TV por cable), así como en la intervención pública 
del Presidente de la República y demás eventos oficiales. 
 

6. JUSTIFICACIÓN 
Se ha evidenciado que se requieren esfuerzos para lograr que se construya una 
verdadera identidad nacional. La nacionalidad colombiana es una decisión en 
nuestro territorio y un acto de fe en el extranjero. Escuchar las notas de nuestro 
himno nacional reconfortan el alma y el espíritu y nos hace evocar lo importante que 
es la identificación como colombianos. 
 
De igual manera y en este esfuerzo, no parece que se compadezca con la titánica 
obra musical e histórica, que solo se entone el coro y la primera estrofa. Colombia 
merece más y por eso proponemos que se entone el coro y las primeras cuatro (4) 
estrofas. Y debemos comenzar en el Congreso que solo lo escucho cada año. 
 
 

7. ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL 
 
Este proyecto de ley no ordena gasto público, solo pretende adoptar la 
obligatoriedad de interpretar o escuchar según sea el caso, el himno nacional en 
todas las ceremonias de carácter público. 
 
Se evidencia entonces que, este proyecto de ley cumple con lo estipulado en la Ley 
819 de 2003 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones. 
 
 

8. ANÁLISIS SOBRE POSIBLE CONFLICTO DE INTERESES 
 
De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en 
concordancia con los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del 

Congreso), y conforme con el objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir 
inicialmente: 
 
Se presume que no hay motivos que puedan generar un conflicto de interés para 
presentar esta iniciativa de ley. 
 
Tampoco se evidencian motivos que pueda generar un conflicto de interés en los 
congresistas, que no les permita discutir y votar esta iniciativa de ley.  
 
Sin embargo, el conflicto de interés y el impedimento es un tema especial e 
individual en el que cada congresista debe analizar si puede generarle un conflicto 
de interés, que los lleve a presentar un impedimento. 
 
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos el estudio y aprobación de la presente 
iniciativa por parte del Congreso de la República. 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
                         

 
i http://wsp.presidencia.gov.co/asiescolombia/himno_historia.html 
ii http://wsp.presidencia.gov.co/asiescolombia/himno_historia.html 
iii http://wsp.presidencia.gov.co/asiescolombia/himno.html 
iv https://www.culturagenial.com/es/himno-de-colombia/ 
v Sentencia Constitucional No. 469 de 1997. 
vi Sentencia Constitucional No.469 de 1997. 
vii https://es.wikipedia.org/wiki/Himno_nacional_de_Colombia 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 581 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 687 del Código Civil y se incluye el numeral 17 al artículo 594 
de la Ley 1564 de 2012 por medio del cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras 

disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DECRETA

Artículo 1°. Objeto: la presente ley tiene por objeto establecer la inembargabilidad de los
animales de compañía domésticos, que forman parte de los núcleos familiares. Esta ley
protegerá tanto a las personas como a los animales en la medida que estos últimos no
podrán ser retirados de las familias con motivo a medidas cautelares impuestas dentro de
los procesos judiciales.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 687 del Código Civil, Ley 84 de 1873, el cual
quedará así:

Artículo 687. Animales bravíos, domésticos, animales de compañía domésticos y
domesticados. Se llaman animales bravíos o salvajes los que viven naturalmente libres e
independientes del hombre, como las fieras y los peces; domésticos, los que pertenecen a
especies que viven ordinariamente bajo la dependencia del hombre, como las gallinas, las
ovejas; animales de compañía domésticos son los que han sido introducidos al núcleo
familiar del ser humano y con los que se crea un vínculo sentimental, conformando familias
multiespecies; y domesticados los que, sin embargo de ser bravíos por su naturaleza, se han
acostumbrado a la domesticidad, y reconocen en cierto modo el imperio del hombre.

Estos últimos, mientras conservan la costumbre de volver al amparo o dependencia del
hombre, siguen la regla de los animales domésticos, y perdiendo esta costumbre vuelven a
la clase de los animales bravíos.

Parágrafo: no son animales de compañía domésticos los considerados parte de la fauna
silvestre y exótica conforme lo establecido en la Ley 1333 de 2009 y el Título XI Ley 599
de 2000, Código Penal.

Artículo 3°. Adiciónese un numeral al artículo 594 de la Ley 1564 de 2012, el cual
quedará así:

Artículo 594. Bienes inembargables. Además de los bienes inembargables señalados en la
Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar:

1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la
Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación,
regalías y recursos de la seguridad social.
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2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el monto
señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios.

3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se
preste directamente por una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio de
concesionario de estas; pero es embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del
respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho
porcentaje.

Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse los bienes destinados
a él, así como los ingresos brutos que se produzca y el secuestro se practicará como el de
empresas industriales.

4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el
cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas.

5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o deben
anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de ellas, mientras no
hubiere concluido su construcción, excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los
trabajadores de dichas obras, por salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones.

6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en las leyes
respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y prestaciones legalmente
enajenados.

7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios.

8. Los uniformes y equipos de los militares.

9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o enterramientos.

10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia que haya
suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de derecho público
interno con el Estado colombiano.

11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga sus veces, y los
elementos indispensables para la comunicación personal, los utensilios de cocina, la nevera
y los demás muebles necesarios para la subsistencia del afectado y de su familia, o para el
trabajo individual, salvo que se trate del cobro del crédito otorgado para la adquisición del
respectivo bien. Se exceptúan los bienes suntuarios de alto valor.

12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de la persona
contra quien se decretó el secuestro y de su familia durante un (1) mes, a criterio del juez.

13. Los derechos personalísimos e intransferibles.

14. Los derechos de uso y habitación.

15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, a menos que la
medida comprenda la aprehensión del título.

16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales.

17. Los animales de compañía domésticos de los que trata el artículo 687 del Código Civil.

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar
órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere
procedente decretar la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en
la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia.

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual
no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la
orden de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la
naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la
medida, deberá informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el
hecho del no acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de
inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres
(3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede
alguna excepción legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el
destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo,
la entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta
especial que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la
cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas
solamente se pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la
providencia que le ponga fin al proceso que así lo ordene.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA INEMBARGABILIDAD DE LOS ANIMALES
DE COMPAÑÍA DOMÉSTICOS.

Actualmente los abogados están embargando animales domésticos de compañía como
medio para acceder al pago de obligaciones económicas en mora. En consecuencia, dicha
práctica deja a niños, abuelos e incluso adultos desolados por la pérdida de un ser querido
integrante de su familia multiespecie. Hemos podido identificar que se está utilizando esta
práctica como medida eficaz para obtener el pago de dineros. Lo anterior, porque se han
tenido conversaciones con abogados que frecuentan esta acción en su actividad profesional.
Ellos afirman que embargar animales de compañía domésticos es uno de los medios más
efectivos para recuperar el dinero adeudado, dada la urgencia de la persona en rescatar al
integrante de

su familia. Debido a la gran afectación emocional que se genera por la abrupta separación
entre los humanos y el animal doméstico de compañía.

Nuestro ordenamiento jurídico permite que los animales sean objeto de embargo por medio
de la imposición de medidas cautelares expedidas en procesos judiciales. Lo anterior debe
ser modificado debido a que desconoce el vínculo sentimental estrecho que se ha
conformado entre seres humanos y animales. Relación cercana que se caracteriza por el
cuidado y cariño recíproco. Actualmente, el 90% de las personas consideran a sus animales
como miembros de su familia [1].

El presente proyecto de ley pretende establecer la inembargabilidad de los animales de
compañía domésticos. Para cumplir tal finalidad, la iniciativa legislativa cuenta con cuatro
artículos. En el primer artículo se establece el objeto del proyecto de ley.

En el segundo artículo se realizan dos modificaciones al artículo 687 del Código Civil: i.)
se incluye una nueva categoría de animales, los “animales de compañía domésticos” y a su
vez la nueva categoría se defina, como: “animales de compañía domésticos son los que han
sido introducidos al núcleo familiar del ser humano y con los que se crea un vínculo
sentimental, conformando familias multiespecies”1; ii.) se establece en un parágrafo la
prohibición expresa de convertir en animales de compañía domésticos aquellos que formen
parte de la fauna silvestre y exótica del mundo. Las modificaciones anteriores son
necesarias. Por una parte, para delimitar la protección o amparo a unos animales con unas
condiciones particulares establecidas en la nueva categoría. Ya que, de no hacerlo,
implicaría extender el amparo a otros animales sobre los que el ser humano obtiene
beneficios diferentes a los que brindan los animales de compañía domésticos. Como
ejemplo de ello se encuentran las especies que forman parte de actividades comerciales,
industriales, entre otras, de alta relevancia para el hombre. Sobre las que no se puede
otorgar la protección de inembargabilidad porque impactaría de forma negativa sectores de
gran importancia.

Por otro lado, la clasificación vigente contenida en el artículo 687 del Código Civil es
insuficiente para las dinámicas familiares del presente. Dicho artículo no tiene en cuenta el
hecho que la mayoría [2] de hogares tienen animales de compañía y estos requieren un
tratamiento jurídico diferenciado dada la relevancia que representan para el ser humano.
Por su parte la inclusión de un parágrafo en el mismo artículo pretende evitar la
comercialización de fauna silvestre y exótica, situación que puede presentarse al
distorsionar la finalidad del objeto del proyecto de ley. Medida conforme al Código Penal y
al Procedimiento Sancionatorio Ambiental, Ley 599 de 2000 y 1333 de 2009,
respectivamente.

El tercer artículo introduce el numeral 17 al artículo 594 de la Ley 1564 de 2012 (Código
General del Proceso) como un nuevo bien que no puede ser embargado. En el siguiente
sentido: “17. Los  animales  de  compañía domésticos de los  que  trata  el artículo 687 del
Código Civil”. La propuesta encuentra fundamento en que es una medida que permitirá

materializar  el  objeto  del  proyecto  de  ley por  incluirlos  dentro  del  listado  de   bienes

1 Dentro de la investigación para construir una definición adecuada para la nueva categoría de
animales se tuvo en cuenta la realizada por la Asociación de Psicoterapia Sistémica de Buenos
Aires (ASIBA).

inembargables. Con esto, dentro de los diferentes procesos judiciales estará vetado imponer
como medida cautelar el embargo sobre estos seres vivos.

Por último, el artículo 4 establece la vigencia del proyecto de ley. La cual será desde el
momento que sea promulgada como ley.

La inembargabilidad de los animales de compañía domésticos es una protección tanto para
los animales como para el ser humano. Como se indicó al principio del texto, en la
actualidad estos animales tienen un papel protagónico dentro de las familias.

La importancia de los animales de compañía domésticos en las familias.

Las relaciones familiares del presente generan dinámicas no conocidas en otros momentos.
Ejemplo de ello es el importante rol de los animales de compañía dentro de los núcleos
familiares. EL apego emocional entre seres humanos y animales se reconoce como un
vínculo sentimental fuerte el cual de ser interrumpido generaría afectaciones graves tanto
para animales como para seres humanos. La relación cercana entre los animales de
compañía domésticos y las personas ha logrado que los primeros sean considerados como
miembros activos de las familias con un valor importante en la misma. Su protagonismo en
las familias no es un asunto sin razones de peso, todo lo contrario, este reconocimiento se
sostiene en múltiples beneficios que aportan los animales a los humanos. Diferentes son los
estudios que evidencias los beneficios que traen los animales de compañía, entre sus
principales beneficios se encuentran contribuciones para solucionar problemas terapéuticos,
fisiológicos, psicológicos y psicosociales.

En el aspecto terapéutico se encuentran resultados positivos en terapias motivacionales o
físicas. Ejemplo de ello, casos de animales de compañía para pacientes de Síndrome de
Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA), o en el Alzheimer [3], en estos casos las personas
encuentran apoyo para afrontar estas difíciles enfermedades y se les facilita su proceso de
recuperación. De manera similar son usados en hogares para las personas de la tercera edad,
en los que contribuyen en una mejor calidad de vida para los abuelos y, en las cárceles
sirven como terapía de rehabilitación para las personas privadas de su libertad [4].

Desde el punto de vista fisiológico los animales de compañía domésticos aportan beneficios
cardiovasculares en relación con la disminución del riesgo en la presión arterial [5] y el
estrés por soledad [6]. Se conoce que acariciar mascotas libera endorfinas [7], hormona
relacionada con el placer y felicidad para el humano; desde el aspecto psicológico el
impacto favorable de los animales se evidencia en la disminución de las alteraciones
mentales con el aumento de la autoestima y sentimiento de responsabilidad, situación que
disminuye el riesgo de auto infringirse daño [8].

Ahora bien, desde las afectaciones generadas por la pandemia que padecemos en este
momento, que empeoró la condición humana la Asociación de Psicoterapia Sistémica de
Buenos Aires (ASIBA) publicó la revista No. 36 en noviembre de 2020, “Sistemas
familiares
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y otros sistemas humanos”2 uno de los artículos que la conforman es: “dinámica familiar
humano-animal durante el confinamiento social por COVID-19”, en este artículo se indicó:

“la pandemia de COVID-19 dio lugar a protocolos sanitarios que incluyen el
confinamiento en los hogares, generando estrés, menor calidad de vida y afectando
marcadamente la dinámica familiar. En este contexto diversas fuentes informaron
globalmente un incremento en las adopciones de animales de compañía, los cuales
tienden a ser integrados como miembros de las familias este trabajo se propuso
analizar las dinámicas de familias multiespecies durante el confinamiento. Se
revisaron las motivaciones para incorporar animales en este período, los beneficios
derivados para amortiguar estresores, y la contribución de los costos de la tenencia
de animales a la sobre carga de responsabilidades. Además, se destacó la
participación de los animales en la confección y mantenimiento de reglas, rutinas y
rituales en el hogar, los cuales promueven bienestar y favorecen la cohesión
familiar. Por último, se analizaron los incrementos de problemas de conducta de los
animales de compañía relacionándolos con el fenómeno del contagio emocional y el
rol de los animales como reguladores emocionales en los vínculos familiares. Se
concluyó destacando la influencia de estos animales en la resiliencia familiar, y la
necesidad de comprender y apoyar estos vínculos para evitar el abandono de
animales luego de la pandemia” (ASIBA, 2020, pág. 51).

Con lo expuesto se afirma que los aspectos positivos dados por los animales de compañía
domesticados son múltiples e importantes para las personas que los vinculan a sus hogares.
Desde asuntos en la salud fisiológica, mental y social, hasta la contribución de la
superación de la propia pandemia vigente. Una consecuencia obvia ante los beneficios de
los animales es el hecho que estos y los humanos establecen lazos fuertes de cariño,
similares a los de un familiar humano. Situaciones que ameritan reconocimiento y
protección para ellos por su valor.

Es un hecho que las nuevas dinámicas familiares en las que los animales adquieren un
protagonismo no conocido implican la ampliación del concepto tradicional dado a la
familia. La jurisprudencia ha reconocido problemáticas actuales sobre la conformación de
nuevos modelos de familia: monoparentales, homoparentales, entre otras, desde la
interacción entre humanos. No obstante, referente al rol de los animales de compañía la
regulación escasa. El concepto que contribuye en delimitar el asunto es el de familias
multiespecies, termino que condensa el relacionamiento complejo entre el ser humano y
otros animales que interactúan con cercanía y se proveen de cariño y cuidado mutuo.

Estas nuevas dinámicas en el relacionamiento multiespecies, generan novedosos conflictos
sociales. Se están presentando casos recientes donde ciudadanos acuden a las instituciones
del Estado para solucionar sus conflictos relacionados con los animales y el establecimiento
de reglas claras sobre los mismos.

2 El comité editorial de la revista se conforma por representantes de las universidades de buenos
aires (UBA), Universidad Católica de Argentina, Universidad Nacional del Rosario, Universidad de
Palermo y Universidad de Flores Argentina.

En 2019, en una comisaría de familia [9] una antigua pareja sentimental acudió a una
conciliación sobre las custodia y alimentos de “Max” su animal de compañía, que
adquirieron cuando mantenían una relación amorosa. Pero al separarse deseaban dejar
definidas sus obligaciones y derechos sobre el animal. Para ello, ante un comisario de
familia suscribieron un acta de conciliación en la que de forma definida y expresa
establecieron sus obligaciones y derechos frente al perro. Lo anterior se ejemplifica par
amostrar los conflictos presentes en torno a los animales y la familia.

Se aclara que no se pretende sustituir el rol del ser humano o establecer un rango
equivalente entre humano y animal de compañía doméstico. La pretensión del proyecto de
ley se limita a un objetivo particular como fue explicado. Mediante el reconocimiento de un
derecho mutuo para humanos y animales, en el que de manera básica no se pondrán
fragmentar o separar familias conformadas por animales de compañía domésticos por la
aplicación de medidas cautelares como el embargo. Por lo tanto, esta reglamentación resulta
necesaria con motivo a las dinámicas sociofamiliares del presente y a la escasa y confusa
normatividad existente sobre el asunto.

Ambigüedad en el reconocimiento de los animales como sujetos de derechos.

A pesar del impacto positivo de los animales en la vida del ser humano no hay consenso
referente a si estos son sujetos de algunos derechos determinados, a parte del derecho a no
ser maltratados. Reconocimiento dado por la ley 1774 de 2016 que tipificó como delitos las
prácticas de maltrato animal; otro aporte de esta ley fue catalogar a los animales como seres
sintientes e introducir un parágrafo en el artículo 655 del Código Civil.

En contraste la clasificación jurídica vigente para los animales es de bienes (cosas)
sintientes, objeto de amparo contra el maltrato. Sin embargo, como se afirma, esta
clasificación no aborda el reconocimiento de otros derechos a los que deben ser sujeto los
animales con motivo en el propio valor de ellos y los conflictos sociales que lo exigen.

Ni la legislación ni las decisiones judiciales han dado un consenso sobre: si los animales
son sujetos de derechos, a parte de la protección contra el maltrato animal y en caso de
serlo, de
¿cuáles derechos?

Por parte de las decisiones judiciales el panorama es más confuso que lo establecido en la
ley porque se manejan posturas contrarias. No hay claridad sobre el reconocimiento de los
animales como sujetos de derechos determinados. Lo que se encuentra definido, como se
indicó, es la prohibición y un amparo referente al maltrato animal [10], con excepciones en
las que es aceptado. Se presentarán algunas decisiones para ejemplificar la confusión.

El Consejo de Estado, Sección tercera en 2011, C.P. Enrique Gil Botero [11] en un caso de
responsabilidad extracontractual derivada de la acción de animales expuso que, estos son
sujetos de derechos, que deben protegerse y no solo explotarse como los objetos. Además,
indicó que parte de la dignidad del hombre se encuentra inmersa en ellos:

“… la responsabilidad derivada de los animales domésticos, domesticados o fieros
no podrían ser entendida como una especie de aquella que se refiere al hecho de las

cosas. A contrario sensu, el principio de dignidad implícito en estos seres vivos
haría que toda institución jurídica- incluida la responsabilidad extracontractual
civil o del Estado- tuviera en cuenta esta condición, que serían fines en si mismos, y
que, por lo tanto, son susceptibles de ser titulares de derechos (…)” (Consejo de
Estado, Subsección Tercera Sentencia de 2011 – 00227, C.P. Enrique Gil Botero).

Posteriormente, la Sentencia C-476 de 2016, Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez,
resolvió una demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 656 del Código Civil. Los
argumentos de la demanda fueron: clasificar a los animales como objetos contradice los
postulados de la Constitución Ecológica consagrados en los artículos
1,2,8,11,49,79,80,88,95 y 366. Adicionalmente, el demandante consideró que clasificar a
los animales como objetos es una práctica que promueve el maltrato sobre los mismos. La
Corte determinó que la norma demandada es constitucional porque, en resumen, el amparo
que debe brindarse a los animales se limita a garantizar su no maltrato y no son sujetos de
otros derechos. Su clasificación como objetos es un asunto lingüístico que no genera
implicaciones prácticas que puedan catalogarse como maltrato animal. La sentencia dentro
de la propia Corte Constitucional generó conflicto ya que, de nueve votos de los
magistrados, cuatro salvaron su voto y una lo aclaró.

Luego en Sentencia C- 041 de 2017, Magistrados Ponentes Gabriel Eduardo Marcelo
Martelo y Jorge Iván Palacio Palacio, decidieron dos demandas de inconstitucionalidad
contra la ley 1774 de 2016, artículo quinto parcial por la frase “menoscaben gravemente”.
El Tribunal Constitucional decidió que la norma demandada es constitucional. Sin embargo,
dentro de su decisión, como dichos de paso mas no como argumento de decisión, indicó
que efectivamente los animales son titulares de ciertos derechos:

“siendo este tribunal el intérprete de la carta política (art. 241), tienen una función
encomiable de hacer cierta para la realidad del derecho la inclusión de los
animales como titulares de ciertos derechos, en la obtención de los fines esenciales
y sociales del Estado constitucional (preámbulo, arts. 1° y 2° superiores). Un
derecho jurídicamente establecido y definido tiene en cuenta el sistema de
evidencias, representaciones colectivas y creencias de la comunidad, por lo que el
criterio de la consagración expresa de un derecho resulta insuficiente para
cuestionar la posición aquí adoptada. Más aún cuando se endilga un déficit de
protección o circunstancias de indefensión”. (C-041 de 2017, M.P. Gabriel Eduardo
Marcelo Martelo y Jorge Iván Palacio Palacio).

En sentencia SU-016 de 2020, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, se revocó una decisión
de tutela de la Corte Suprema de Justicia que amparó el derecho las habeas corpus de un
oso de anteojos confinado en un zoológico que no protegía la integridad del animal. En la
sentencia se estableció que los animales no son sujetos de derecho por lo que al no tener
derecho a la libertad no puede hacerse exigible la protección del habeas corpus sobre estos.
De forma contraria, el salvamento de voto a la sentencia presentado por la magistrada
Diana Fajardo aportó argumentos profundos sobre la viabilidad para tomar una postura
contraria.

En contraste con lo anterior, el 26 de junio de 2020, el Juzgado Primero Penal del Circuito
con Funciones de Conocimiento de Ibagué expidió sentencia de acción de tutela [12]

interpuesta por un adulto como agente oficioso de una menor de edad que a su vez actuaba
en representación de su mascota “Clifford”, la acción de tutela se fundamentó en que la
menor consideraba como parte de su núcleo familiar a su mascota (como un hermano), los
demás miembros del núcleo familiar son su padre y su hermana. El animal padece de
epilepsia idiopática y su único tratamiento corresponde al consumo del medicamento
“fenobarbital”, medicina que se compraba con regularidad en la gobernación del Tolima
(entidad autorizada para comercializarlo) hasta mayo de 2020, cuando esta dejó de
venderlo. Ante esta situación, se presentó el amparo constitucional para que la gobernación
en 48 horas hiciera entrega del medicamento necesario para su mascota. La jueza,
reconoció que los animales son sujetos de derechos, que la constitución ecológica de
nuestro país los protege y, en consecuencia, le brindó protección al animal bajo el derecho
fundamental a la unidad familiar de la menor.

De este recuento de decisiones judiciales se entrevé que las entidades que administran
justicia no tienen criterios unificados sobre el reconocimiento de la titularidad de derechos
objetos de amparo para los animales. Hay posturas que los reconocen y otras que no lo
hacen. Además de las sentencias presentadas existen otras con carga argumentativa que
favorecen una y otra postura. Esta situación genera inseguridad jurídica. Por ello, es
necesario que el poder legislativo regule aspectos donde la legislación vigente y las
decisiones judiciales generan incertidumbre.

En ese sentido, con el proyecto de ley se pretende proteger a los animales no humanos que
conforman núcleos familiares multiespecies en la medida que no podrán ser separados de
sus hogares producto de una medida cautelar expedida dentro de un proceso judicial, que
tiene por finalidad asegurar el pago de una obligación económica, en mora de quien la
solicita. Situación que no debería generar la ruptura de un núcleo familiar.

Derecho comparado relacionado.

Durante los últimos años, se ha podido evidenciar como ciertos países miembros de la
Unión Europea han avanzado en relación al cambio de concepción y calificación de los
animales como cosas u objetos. Países como Alemania [13], Francia [14], Portugal [15],
Austria [16], Suiza [17] y República Checa [18] han modificado sus respectivos Códigos
Civiles con el propósito de establecer una diferenciación con respecto a que un animal no
puede ser considerado como un objeto o cosa. Además, en el caso de Francia los animales
son considerados seres vivos dotados de sensibilidad [19] y en Portugal se estableció que
los animales son seres vivos sensibles [20], modificaciones que resultan muy similares en
ambos países.

Sin embargo, los cambios realizados por cada uno de estos países europeos no terminan
siendo efectivos y dichas modificaciones no resultan contundentes dentro del ordenamiento
jurídico, pues si bien los animales no son considerados cosas u objetos al final terminan
sujetos al régimen de los bienes, lo cual resulta incongruente. De igual manera sucede en
nuestro país, debido a las discrepancias que existen entre la Ley 1774 de 2016 y el Código
Civil, en el primer caso, la Ley establece que “los animales como seres sintientes no son
cosas”, pero luego el Código Civil les da un tratamiento como bienes. Es decir, que los
cambios son meramente simbólicos y teóricos pues en la aplicación no suponen una
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transformación relevante al ordenamiento jurídico de cada Estado, tal como lo señala la
Fundación Española, Ética Animal, en su artículo denominado “La situación legal de los
animales en Europa” [21].

Por otra parte, El Congreso de los Diputados de España aprobó la Proposición de Ley
mediante la cual se pretende modificar el Código Civil, la Ley Hipotecaria y la Ley de
Enjuiciamiento Civil, sobre el régimen jurídico de los animales [22], si bien esta ley aún
sigue en trámite y no ha sido aprobada se espera que mediante su aprobación no solo se
cambie la concepción establecida a los animales como “bienes muebles”, sino que además
dejen de ser bienes embargados a sus dueños [23]. Finalidad que se comparte con el
presente proyecto de ley.

Tal como se establece en el Boletín Oficial de las Cortes Generales No. 167-5, Congreso de
los Diputados, con esta Ley “se modifica el artículo 605 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, para declarar absolutamente inembargables a los animales de
compañía en atención al especial vínculo de afecto que liga a los animales de compañía
con la familia con la que conviven. Esta previsión rige sin perjuicio de la embargabilidad
de las rentas que dichos animales puedan generar (…)” [24]

De esta manera, España espera dar un paso importante hacia una nueva era, en la cual se
garantice un rango diferente en relación a la naturaleza de los animales con respecto a la
naturaleza de las cosas o bienes, pues como se plantea en la exposición de motivos de dicha
proposición de ley “ (…) Resulta paradójico que el Código Penal ya distinguiera en 2003
entre los daños a los animales domésticos y a las cosas, reforma sobre la que se profundizó
en 2015, mientras que el Código Civil sigue ignorando que los animales son seres vivos
dotados de sensibilidad (…)” [25]. (subrayado fuera del texto original)

Por ende, es necesario que nuestro país también comience este camino hacía una mayor
protección de los animales, en este caso de compañía domésticos, en el cual no puedan ser
objetos de embargo teniendo en cuenta que la Ley 1774 de 2016, la cual establece que son
seres sintientes y no son cosas.

Alejandro Carlos Chacón Camargo
Representante a la Cámara
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 582 DE 2021 CÁMARA

por medio de la cual la Nación y el Congreso de la República exaltan, promueven, dignifican y fortalecen 
el oficio cultural de la tejeduría en palma de iraca (carludovica palmata) el sombrero aguadeño de Caldas, 

y se dictan otras disposiciones.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 583 DE 2021 CÁMARA

por el cual se crea el sistema integrado de seguridad vehicular para automotores que se comercialicen en 
Colombia y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. Las disposiciones contenidas en la presente ley están
dirigidas a prevenir o minimizar riesgos para la vida e integridad de las personas,
mediante el robustecimiento de los elementos de seguridad activa y pasiva de los
vehículos automotores para la disminución de las víctimas fatales y los lesionados,
así como las tasas de mortalidad en accidentes de tránsito en el territorio nacional.

Artículo 2. Ámbito de Aplicación. Las disposiciones contenidas en la presente
ley aplicarán para los vehículos automotores terrestres categorías M y N nuevos,
importados, fabriquen y/o ensamblados para su comercialización en el territorio
nacional a partir de la promulgación de la presente ley.

CAPÍTULO. I
SISTEMA INTEGRADO DE SEGURIDAD VEHICULAR

Artículo 3° Definiciones. Para la aplicación de las disposiciones contenidas en la
presente norma se atenderán las siguientes definiciones:

a) Vehículos categoría M: Vehículos a motor destinados al transporte de
personas y que tengan por lo menos cuatro ruedas, o tres ruedas y un peso
máximo superior a 1 tonelada.

b) Vehículos Categoría N: Vehículos a motor destinados al transporte de
mercancías y que tengan por lo menos cuatro ruedas, o tres ruedas y un
peso máximo superior a 1 tonelada.

c) Alerta de colisión frontal: Aquel sistema que asiste al conductor del
vehículo en la evaluación de la gravedad de un riesgo de colisión frontal por
medio de advertencias visuales y/o sonoras.

d) Control de estabilidad: Sistema que mejora la estabilidad direccional de
un vehículo al controlar automáticamente el par (torque) de frenado en las

ruedas del costado izquierdo y derecho en cada eje. Permite corregir el giro
que se dio al volante de acuerdo con la evaluación del comportamiento del
vehículo en comparación con el comportamiento del vehículo exigido por el
conductor y asistiéndolo para que este puede mantener el control. El
sistema tiene diferentes denominaciones de acuerdo con el fabricante,
entre ellas ESP, ESC, VDC, DSC o cualquier otra dependiendo de la
tecnología empleada.

e) Cinturones de Seguridad: Conforme con el numeral 2 del Reglamento 16
de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas, se
entiende por “cinturón de seguridad” Conjunto de correas con hebilla de
cierre, dispositivos de ajuste y piezas de fijación que puede anclarse al
interior de un vehículo de motor y que está destinado, al limitar las
posibilidades de movimiento del cuerpo del usuario, a reducir el riesgo de
que este sufra heridas en caso de colisión o de desaceleración brusca del
vehículo.
Para designar dicho conjunto, se empleará en general el término
«cinturón», que englobará también todo dispositivo de absorción de energía
o de retracción del cinturón.

f) Anclajes de Cinturones: Conforme con el numeral 2 del Reglamento 14
de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas, se
entiende por “anclajes” las partes de la estructura del vehículo o del asiento
o de cualquier otra parte del vehículo a las cuales se deban sujetar los
cinturones de seguridad.

g) Sistema de airbag: Conforme con el numeral 2 del Reglamento 14 de la
Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas, se entiende por
“sistema de airbag” el dispositivo instalado para complementar a los
cinturones de seguridad y sistemas de retención en los vehículos de motor,
esto es, el sistema que, de producirse un fuerte impacto que afecte al
vehículo, despliegue una estructura flexible destinada a amortiguar, por
compresión del gas que contiene, la gravedad del contacto de una o más
partes del cuerpo del ocupante del vehículo con el interior del habitáculo.

h) Sistema antibloqueo de frenada (ABS): Sistema Antibloqueo de Frenos
(ABS): De conformidad con el numeral 2 del Anexo 13 del Reglamento 13
de lo Comisión Económico poro Europa de los Nociones Unidos, se
entiende por «sistema antibloqueo» lo porte de un sistema de frenado de
servicio que, durante el frenado del vehículo, controla automáticamente en
uno o varios ruedos el grado de deslizamiento en el sentido de rotación de
los mismos.

i) Bolsas de aire frontales y airbags frontales: De conformidad con el
numeral 2.11 del Reglamento No. 94 de lo Comisión Económico poro
Europa de los Nociones Unidos, es el Dispositivo instalado como
suplemento de los cinturones de seguridad y los sistemas de retención en
los vehículos que en caso de un impacto frontal severo con desaceleración
súbito que afecte el vehículo, automáticamente despliegan uno estructuro
flexible con lo intención de limitar lo gravedad de un contacto de uno o más
partes del cuerpo de un ocupante del vehículo con el interior del
compartimiento del pasajero.

j) Sistema de retención de cabezas o apoyacabezas: De conformidad con
el numeral 2.2, del Reglamento 25 de la Comisión Económica para Europa
de las Naciones Unidas, es un dispositivo, que puede o no hacer parte
integral del espaldar de la silla cuya función es limitar el desplazamiento
hacia atrás de la cabeza de un ocupante con relación al tronco, de forma
que, en caso de accidente, se reduzca el riesgo de lesiones en las
vértebras cervicales.

k) Sistema de retención infantil ISOFIX: Conforme con el numeral 2 del
Reglamento 14 de la Comisión Económica para Europa de las Naciones
Unidas, se entiende por “ISOFIX” el sistema para la conexión de los
sistemas de retención infantil a los vehículos que posee dos anclajes
rígidos al vehículo, dos fijaciones rígidas correspondientes en el sistema de
retención infantil y un medio para limitar la rotación del sistema de retención
infantil; y por “Sistema de retención infantil ISOFIX” aquel sistema de
retención infantil que cumple los requisitos los Reglamentos 44 o 129 y que
debe sujetarse a un sistema de anclajes ISOFIX.

l) Control electrónico de estabilidad: el Sistema de control electrónico de la
estabilidad (ESC) es aquel que dispone de los siguientes atributos:

1. Mejora la estabilidad direccional del vehículo mediante, al menos, la
capacidad de controlar automáticamente los pares de frenado de las ruedas
izquierda y derecha de cada eje.
2. Está controlado por un módulo informático que utiliza un algoritmo de
bucle cerrado para limitar el sobreviraje y el subviraje del vehículo a partir
de la evaluación del comportamiento real del mismo en comparación con
una determinación del comportamiento del vehículo solicitada por el
conductor.

3. Dispone de un medio para determinar directamente la velocidad angular
de guiñada del vehículo y estimar su deriva o la derivada de ésta con
respecto al tiempo.
4. Posee un medio para controlar las señales dadas a la dirección por el
conductor.
5. Cuenta con un algoritmo para determinar la necesidad de modificar el par
de propulsión y un medio de hacerlo, en caso necesario, a fin de ayudar al
conductor a mantener el control del vehículo.
8. «Aceleración transversal»: componente del vector de aceleración de un
punto del vehículo perpendicular al eje (longitudinal) x del vehículo y
paralelo al plano de la carretera.
9. «Coeficiente de frenado máximo (PBC)»: medida de la fricción entre el
neumático y la carretera basada en la desaceleración máxima de un
neumático en rotación.
10. «Factor de estabilidad estática» (SSF): la mitad de la anchura de vía de
un vehículo dividida por la altura de su centro de gravedad, también
expresado como SSF = T/2H, donde: T = anchura de vía (en el caso de
vehículos con más de una anchura de vía, se utilizará la media; cuando se
trate de ruedas gemelas, se emplearán las ruedas exteriores al calcular
«T») y H = altura del centro de gravedad del vehículo.

Artículo 4. Condiciones de seguridad. Para la circulación de vehículos
automotores categoría M y N deberán tener los siguientes dispositivos mínimos de
seguridad.

a) Cinturones de seguridad.
b) Anclajes de cinturones.
c) Sistema de control de estabilidad.
d) Sistema antibloqueo de frenada (ABS).
e) Bolsas de aire frontales.
f) Sistema de retención de Cabeza o apoyacabezas.
g) Sistema de Retención Infantil ISOFIX.

Parágrafo Primero. El Ministerio de Transporte determinará en un término no
mayor a 6 meses contados a partir de la fecha de sanción de la presente ley,
mediante resolución los estándares técnicos mínimos que deben contener los
correspondientes dispositivos de seguridad vehicular establecidos en el presente
artículo de acuerdo con la normatividad desarrollada por el Foro Mundial para la
Armonización de la Reglamentación sobre Vehículos WP.29.

Parágrafo Segundo. Adicional a las condiciones de seguridad anteriormente
expuestas, el Ministerio del Transporte incluirá dentro de los estándares mínimos
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de seguridad una reglamentación expresa en torno a la protección de peatones
para vehículos categoría M y N, de acuerdo lo establecido en la normatividad
internacional en la materia, La cual deberá ser exigible a más tardar el 30 de junio
de 2023.

Artículo 5. Revisión técnica obligatoria para vehículos usados. El Ministerio
de Transporte dentro de los 12 meses posteriores a la entrada en vigencia de la
presente ley deberá expedir reglamentación de las características de seguridad
activa y pasiva exigibles para los vehículos automotores terrestres categoría N y M
contempladas en el artículo anterior, así como los parámetros para su vigilancia en
revisiones técnico-mecánica. Recaerá en cabeza de los propietarios la obligación
de incorporar a los vehículos automotores los dispositivos de seguridad que no los
haya traído originalmente, siempre que no implique una modificación importante
de componente o parte del vehículo.

Parágrafo primero: El Ministerio de Transporte podrá establecer las excepciones
de vehículos automotores categoría M y N que no se encuentran sujetos al
cumplimiento de dichas disposiciones.

Parágrafo Segundo: El Ministerio de Transporte no podrá hacer exigible esta
medida en un término inferior a 24 meses a la entrada en vigencia de la
reglamentación, adicionalmente se deberá realizar la difusión masiva a las nuevas
exigencias.

Artículo 6. Regulación de Precios. A partir de la entrada en vigencia de la
presente ley estará en cabeza del Ministerio de Transporte el seguimiento y control
de los precios de los repuestos y autopartes necesarios para el cumplimiento de
las medidas de seguridad vehicular activa y pasiva.

CAPÍTULO. II
SISTEMA INTEGRADO DE SEGURIDAD VEHICULAR

Artículo 7. Responsabilidad sobre seguridad vehicular. Todo vehículo
automotor nuevo categoria M y N que se importe, fabrique y/o ensamble para que
circule en el territorio nacional, debe cumplir las condiciones de seguridad activa y
pasiva que establece la presente ley, así como los anexos técnicos que se
establezcan su reglamentación.

Parágrafo Primero. El importador, fabricante y ensambladores de los vehículos
automotores nuevos categoría M y N, deberán certificar bajo su responsabilidad,
que cada modelo comercializado cumple con las condiciones de seguridad activa

y pasiva de conformidad a las especificaciones técnicas reglamentadas por el
Ministerio de transporte.

Cuando los vehículos sean fabricados o ensamblados en etapas con direcciones o
responsables distintos, el último que intervenga debe certificar el cumplimiento de
los estándares de seguridad bajo su responsabilidad.

Artículo 8. Registro Sistema Integrado de Seguridad Vehicular. Para la
comercialización de los vehículos automotores nuevos categoria M y N las
certificaciones establecidas en el artículo anterior estarán sujetas a registro
especial denominado “Sistema Integrado de Seguridad Vehicular” el cual será
incorporado en el Registro Único Nacional de Tránsito (RUNT) dentro de los 18
meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente Ley.

Parágrafo primero. La Agencia Nacional de Seguridad Vial, dentro de los 12
meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, deberá realizar los
ajustes Reglamentarios, técnicos y tecnológicos, según el caso, para garantizar la
habilitación y puesta en funcionamiento del “Sistema Integrado de Seguridad
Vehicular” para cumplir con el proceso de registro contenido en el presente
artículo.

Artículo 9. Efectos del incumplimiento al registro en el Sistema Integrado de
Seguridad Vial. El Registro en el Sistema Integrado de Seguridad Vehicular es de
carácter público y se constituye como parte del derecho a la información con el
que cuenta el consumidor, en el caso de la omisión del deber de registro por parte
del importador, fabricante o ensamblador, facultará a la Superintendencia de
Industria y Comercio al ejercicio de sus atribuciones, procedimientos y sanciones
administrativas contenidas en el artículo 59 y ss. de la Ley 1480 de 2011.

En el evento que la información registrada no corresponda a la realidad, adicional
a las sanciones penales de que haya a lugar, constituirá un indicio grave frente
acciones de protección del consumidor ya sea ante la jurisdicción ordinaria,
corresponderá al importador, fabricante o ensamblador presentar las pruebas
técnicas pertinentes que comprueben el cumplimiento de los estándares mínimos
de seguridad activa y pasiva.

Artículo 10. Término de vigencia del registro. El término de vigencia del registro
será el equivalente al estipulado en la garantía legal del vehículo automotor nuevo
categoría N y M, el cual comenzará a correr a partir de la entrega del producto al
consumidor.

Artículo 11. Régimen de Transición. Las obligaciones establecidas en la
presente ley para los importadores, fabricantes y ensambladores de los vehículos
automotores nuevos categoria M y N comenzarán a regir a los 12 meses
posteriores a la entrada en vigencia de la regulación expedida por el Ministerio de
Transporte de la presente ley. Dicho término puede ser ampliado por el Ministerio
de Transporte por razones de conveniencia económicas hasta por 12 meses
adicionales.

Artículo 12. Vigencia y Derogatorias. La presente ley rige a partir de su
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. OBJETO
Por medio del presente proyecto de ley se quiere prevenir o minimizar riesgos
para la vida e integridad de las personas, mediante el robustecimiento de los
elementos de seguridad activa y pasiva de los vehículos automotores para la
disminución de las víctimas fatales y los lesionados, así como las tasas de
mortalidad en accidentes de tránsito en el territorio nacional.

2. JUSTIFICACIÓN.
La actividad de conducir vehículos automotores ha sido considerada por la
jurisprudencia constitucional como por la especializada en la materia, una
actividad peligrosa “que coloca per se a la comunidad ante inminente peligro de
recibir lesión”. Sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia ha mencionado en
su jurisprudencia:

[…] la conducción de automotores ha sido calificada por la jurisprudencia
inalterada de esta Corte como actividad peligrosa, o sea, ‘aquélla que
‘…aunque lícita, es de las que implican riesgos de tal naturaleza que hacen
inminente la ocurrencia de daños…’ (G.J. CXLII, pág. 173, reiterada en la
CCXVI, pág. 504), considerada su ‘aptitud de provocar un desequilibrio o
alteración en las fuerzas que –de ordinario- despliega una persona respecto
de otra’ (sentencia de octubre 23 de 2001, Exp. 6315), su ‘apreciable,
intrínseca y objetiva posibilidad de causar un daño’ (cas. civ. 22 de febrero
de 1995, exp. 4345), o la que ‘… debido a la manipulación de ciertas cosas
o al ejercicio de una conducta específica que lleva ínsito el riesgo de
producir una lesión o menoscabo, tiene la aptitud de provocar un
desequilibrio o alteración en las fuerzas que –de ordinario- despliega una
persona respecto de otra’, como recientemente lo registró esta Corporación
en sentencia de octubre 23 de 2001, expediente 6315’” (cas. civ. sentencia
de 16 de junio de 2008 [SC-052-2008], exp.
47001-3103-003-2005-00611-01”

Los accidentes de tránsito, los traumatismos graves y sus consecuencias sociales
y económicas son un problema importante en el mundo, así como en América
Latina (OMS, 2015). Alrededor de 17,5 personas cada 100.000 habitantes (tasa de
mortalidad) fallecen en accidentes viales en todo el mundo. La Región de las
Américas tiene una tasa de mortalidad de cerca del 16,0, que es inferior a la de
África y Asia, y superior a la de los países europeos con mejor desempeño como,
por ejemplo, Suecia, Reino Unido de Gran Bretaña y los Países Bajos, con una
tasa de alrededor del 3,0. Se pueden observar diferencias significativas entre las
subregiones y los países de las Américas (OPS, 2016), contando la Subregión

Andina (23.4) y el Cono Sur (21.0) con tasas de mortalidad considerablemente
superiores al promedio regional.

Tal es la problemática que, desde el 1 de marzo de 2010, la Asamblea General de
las Naciones Unidas proclamó el periodo 2011-2020 como el “Decenio de la
Seguridad Vial” según su Resolución 64/255, con el objetivo general de estabilizar
y posteriormente, reducir las cifras de víctimas mortales en accidentes de tránsito
en todo el mundo.

En la mencionada resolución, se solicita a la OMS y a las comisiones regionales
de las Naciones Unidas que, en cooperación con otros asociados del Grupo de
Colaboración de las Naciones Unidas para la Seguridad Vial y otros interesados,
preparen un Plan de Acción del Decenio como documento orientativo que facilite
la consecución de los objetivos además de coordinar el seguimiento periódico de
los progresos mundiales en el cumplimiento de los objetivos indicados en el plan
de acción.

Según el informe de la OMS sobre la situación mundial de la seguridad vial (2015),
ha indicado el reconocimiento del enorme precio que se cobran los traumatismos
causados por accidentes de tránsito: los accidentes de tránsito son una de las
causas de muerte más importantes del mundo, y la principal causa de muerte
entre las personas de edades comprendidas entre los 15 y los 29 años,
produciendo más de 1,25 millones de personas en accidentes de tránsito y
diariamente alcanzan aproximadamente los 3.000 fallecidos. Además, entre 20 y
50 millones de personas más, sufren traumatismos causados por esta misma
causa.

Ante tal situación, las Naciones Unidas adoptaron en septiembre de 2015 la
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Por primera vez se reconoció a la
seguridad vial como una prioridad del desarrollo. Se estima que cada año más de
1,2 millones de personas mueren en accidentes de tránsito y, como resultado de
ello, los países de ingresos bajos y medios sufren pérdidas económicas en torno al
3% de su PIB (OMS, 2015). Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las
Naciones Unidas incluyen las siguientes metas de seguridad vial:

Objetivo 3. (Garantizar una vida sana y promover el bienestar para todos en todas
las edades): “Para el 2020, reducir a la mitad el número de muertes y lesiones
causadas por accidentes de tránsito en el mundo”.

Objetivo 11. (Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean
inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles): “De aquí a 2030, proporcionar
acceso a sistemas de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles

para todos y mejorar la seguridad vial, en particular, mediante la ampliación del
transporte público, prestando especial atención a las necesidades de las personas
en situación de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las personas con
discapacidad y las personas de edad.

Estas metas ambiciosas constituyen un verdadero desafío para los países
latinoamericanos y deben ser el centro de atención de todos los esfuerzos por
mejorar la seguridad vial en la región.

Dado que la seguridad vial es un problema importante en América Latina y se
requieren acciones sustanciales para reducir el número de víctimas por siniestros
viales. Existe una alta tasa de mortalidad vial (muertes por 100,000 habitantes) en
los diez países en comparación con la media de la Unión Europea, excepto en
Cuba, donde la motorización es mucho menor. En los diez países, más de 78 mil
personas fallecieron en las carreteras en 2014. Algunos países han visto un
aumento significativo en el número de muertes por accidentes viales en los últimos
años. Para otros, el número de víctimas fatales en accidentes de tránsito ha
aumentado ligeramente o se ha estabilizado, a pesar del fuerte aumento de la
motorización.

Para lograr el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Agenda 2030 para
el Desarrollo Sostenible en materia de seguridad vial, los Estados han venido
trabajando en el desarrollo de políticas públicas que permitan una verdadera
implementación de una seguridad vial activa la cual se compone de tres
elementos:

1.Seguridad Vial Activa Humana: son aquellas que dependen de la voluntad de
las personas (educación vial, comportamientos viales seguros como peatones,
conductores y pasajeros, establecimiento de normativa vial para la eliminación de
la accidentalidad, utilización de elementos reflectantes entre otros);

2.Seguridad activa para la vía: Por sus características, serán todos aquellos
elementos incorporados a la vía que evitan que se produzcan accidentes (pasos
de peatones elevados, señalización adecuada, distintos tipos de aglomerado,
asfalto, etc, de alta adherencia, peráltales de las curvas, entre otros);

3.Seguridad vial activa para el vehículo: Comprenden todos aquellos elementos
mecánicos de los que dispone el vehículo y que tienen como objetivo evitar que se
produzcan accidentes.

En Colombia, se ha establecido como una prioridad y como una política de estado
la seguridad vial, y para ello estableció su Plan Nacional de Seguridad Vial
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2011-2016 que posteriormente mediante la Resolución 2273/2014 se ajustó al
como PNSV 2011-2021, el cual articula y coordina distintas actuaciones de las
entidades públicas intervinientes y responsables de la seguridad vial en Colombia,
además de incorporar el diseño y evaluación de dichas actuaciones o medidas a
los representantes de organismos de la sociedad civil, sean del sector público o
privado, entidades, de la academia, o de agrupaciones de víctimas de accidente
de tránsito.

El plan que trajo el PNSV 2011-2021 se dividió en cinco pilares estratégicos:

1. Pilar Estratégico de Gestión institucional: el cual involucró la creación
del la Agencia Nacional de Seguridad Vial, así como la implementación del
Observatorio de Seguridad Vial, el fortalecimiento de fiscalías
especializadas en delitos que atenten contra la seguridad vial, el impulso
de reformas al código penal contra la seguridad vial, establecimiento de
planes locales y regionales de seguridad vial y la promoción de
socialización, la divulgación y la participación ciudadana en las acciones del
Plan Nacional de Seguridad Vial.

2. Pilar Estratégico sobre comportamiento humano: en donde involucra el
diseño e implementación del programa integral de reeducación y
sensibilización en los centros integrales de atención, promoción de la
capacitación de los Agentes y Autoridades de Tránsito, la formulación de
lineamientos de bienestar universitario para la prevención vial, desarrollos
de entornos virtuales para la educación vial, modificación de procedimientos
para licencias de conducción, estrategias para el control de
comportamientos riesgosos para la seguridad vial, diseño e implementación
de estrategias de comunicación en cultura ciudadana, entre otras.

3. Pilar Estratégico de Atención y rehabilitación de víctimas: Desarrollar el
diagnóstico de a atención prehospitalaria, hospitalaria y rehabilitación de
accidentes de tránsito, definición de rutas de atención en salud de
accidentes de tránsito, fortalecer y promover mecanismos de accesos a los
programas de salud ocupacional a víctimas de traumatismos relacionados
con accidentes de tránsito, implementación del sistema de vigilancia en
salud pública de accidentes de tránsito entre otros.

4. Pilar Estratégico de Infraestructura: Dicho pilar incluye el establecimiento
de metodologías de cálculo de velocidad en vías urbanas, reglamentación
de auditorías de seguridad vial, definición de estándares que debe cumplir
la infraestructura en términos de seguridad vial, establecer en el
POT/PBOT/EOT acciones encaminadas al fortalecimiento de seguridad vial

en la infraestructura, el diseño del plan integral de andenes y ciclorutas
accesibles y seguras, modernización del sistema de semaforización e
incrementar el sistema de señalización, así como programas de
mantenimiento preventivo.

5. Pilar Estratégico de vehículos: impulsar la armonización con la
normatividad internacional, la homologación y la creación de laboratorios de
ensayo y calibración dirigidos a los transportes público y privados (individual
y colectivo), especial y carga, así como los dirigidos a vehículo particulares
importados y/o ensamblados en el país. Reglamentación técnica para
elementos de protección del motociclista, optimización del proceso de
revisión técnico-mecánica a automóviles. Análisis de la seguridad vial del
transporte realizado en bicicleta, así como la formulación e implementación
del programa integral de estándares de servicio y seguridad vial para el
tránsito de motocicletas, así como el fortalecimiento del programa de
seguridad vial de transporte público organizado.

Al analizar el esquema en materia de seguridad vial, se observa una omisión por
parte del Estado en la formulación de estándares de seguridad vehicular para el
tránsito de vehículos categorías M y N, si bien en el caso colombiano se ha
avanzado con la implementación de medidas de seguridad para dichos vehículos,
y para algunas de sus autopartes, tal como se puede observar en la Resolución
1282 de 2012 se establecieron ciertas normas en materia de cinturones de
seguridad, Sistemas Antibloqueos y sistemas de control de estabilidad,
normatividad que fue robustecida en el año 2015, en desarrollo del Plan Nacional
de seguridad vial 2011-2021, mediante la Resolución 3752 de 2015 en la cual se
establecen nuevos lineamientos para el reglamento técnico en materia de
seguridad activa y pasiva para vehículos de transporte público y privado, en donde
se incluye disposiciones en materia de airbags, sistemas ABS y apoyacabezas. Y
que durante el año 2018 y 2019 se observa la definición de nuevos contenidos en
materia de seguridad vehicular mediante las Resoluciones 567 de 2018 y la
Resolución 039 de 2019 expedida por la Agencia Nacional de Seguridad Vehicular.

En principio se entendería de que efectivamente en el ordenamiento jurídico
colombiano contamos con una regulación sólida en la materia, pero al revisar los
contenidos mínimos de seguridad establecidos en el país de acuerdo a los
estándares internacionales en materia de seguridad Vehicular se observan
enormes falencias en la materia en comparación con los demás países de
Latinoamérica.

El 15 de abril de 2016, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la
resolución A/RES/70/260 respecto del “Mejoramiento de la Seguridad Vial en el

Mundo”, en la que se incluyen fuertes compromisos sobre seguridad vehicular. La
resolución “invita a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que
consideren la posibilidad de adoptar políticas y medidas para aplicar las normas
sobre seguridad de los vehículos o las normas nacionales equivalentes para
garantizar que todos los vehículos nuevos de motor cumplan con las reglas
mínimas aplicables para la protección de los ocupantes y otros usuarios de las
carreteras, con cinturones de seguridad, airbags y sistemas de seguridad activa
instalados de serie”. La resolución es un llamado sin precedentes para la
instalación en serie de tecnologías de seguridad vehicular.

En estos momentos se requieren esfuerzos urgentes en cuanto a la legislación
sobre la seguridad vehicular donde hay lugar considerable para la mejora.

El Estatus Global sobre seguridad vial (OMS, 2015) identifica siete normas
prioritarias de las Naciones Unidas sobre seguridad vehicular, aplicables a los
vehículos de pasajeros. Todos los países deben adoptar estas siete normas. Un
estudio reciente encargado por Global NCAP y el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID) muestra que podrían salvarse 40 mil vidas en América Latina, y
evitarse 400 mil lesiones graves para el año 2030, si se aplicaran las normas
sobre seguridad vehicular pasiva en la Argentina, Chile, México y Brasil, conforme
los procesos de certificación de las Naciones Unidas (WP – Grupo de Trabajo- 29),
Acuerdo de 1958.

Aun cuando al mes de enero de 2017, ningún país había adoptado las siete
normas prioritarias, hubo ciertos avances. La Argentina, Brasil, Chile, Colombia,
Ecuador y Uruguay han aplicado las dos normas sobre cinturones de seguridad.
Con la excepción de Colombia, también han aplicado la norma sobre impacto
frontal. Las siete normas han sido aplicadas o se aplicarán o están en etapa de
tratamiento en Brasil y la Argentina.

El siguiente cuadro publicado por la OCDE en el International Transport Forum
(ITF) en el cual se realizó un Benchmarking de la seguridad vial en América
Latina, se puede observar el estado de aplicación de la legislación de las Naciones
Unidas sobre seguridad vehicular:

Como se puede observar en la Gráfica es imperiosa armonizar la seguridad
vehicular de Colombia de acuerdo a los estándares mínimos internacionales en la
materia.

Ahora bien, analizando las cifras sobre fallecidos y lesionados en siniestros viales,
De acuerdo con la información preliminar procesada por el Observatorio Nacional
de Seguridad Vial (ONSV), en el periodo ene - nov de 2020 se registraron, un total
de 4741 fallecidos reportados por el Instituto Nacional de Medicina Legal y
Ciencias Forenses (INMLCF). Estas cifras reflejan una disminución del 20.13%
(-1195 víctimas) en el total de fallecidos en comparación con el periodo enero -
noviembre del año 2019.
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Si bien las cifras objetivamente hablando se observa una tendencia a la baja
durante el año 2020, debemos tener en cuenta los periodos de aislamiento
obligatorio, lo que generó una disminución significativa de la siniestralidad en el
territorio nacional.

Ahora bien, si se analiza el periodo 2018-2019, se observa una tendencia al alza
en las víctimas mortales durante las siniestralidades, dicha tendencia se repite al
observar el comparativo de fallecidos entre el año 2017 – 2018, en el cual arrojó
un incremento de las mismas en un 1,88%.

Las cifras anteriormente expuestas arrojan signos de alarma en torno a la
efectividad de las medidas que adoptó el PNSV, en lugar de generar una
tendencia acorde las metas establecidas en la materia en los ODS, se observa un
aumento año a año en las víctimas fatales por parte de los siniestros viales.

Ante tal escenario, es necesario como legisladores la adopción de un marco
jurídico más coercitivo en materia de seguridad vial, para garantizar la protección a
la vida, a la integridad y la seguridad vial a través de la implementación de las
medidas y sistemas de seguridad en los vehículos automotores nuevos que se
vayan a importar, a comercializar y a usar en Colombia.

Teniendo en cuenta el objeto del proyecto de ley, es importante señalar que la
Constitución Política de 1991 estableció en sus artículos 25, 58, 333 y 334 el
ejercicio de actividades económicas e iniciativas privadas como un derecho que
puede ejercer cualquier persona con libertad y protección del Estado. Sin
embargo, la misma Constitución en su artículo 78 ordenó la existencia de un
campo de protección a favor del consumidor y/o usuario de bienes y servicios
inspirado principalmente en garantizar la salvaguarda, la seguridad de los

consumidores, así como de terceros en el ejercicio de esta actividad peligrosa,
mitigando así el impacto humano y económico que trae la siniestralidad vehicular.
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